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§ 1

Constitución Española

Cortes Generales
«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978

Última modificación: 17 de febrero de 2024
Referencia: BOE-A-1978-31229

DON JUAN CARLOS I, REY DE ESPAÑA, A TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIEREN 
Y ENTENDIEREN,

SABED: QUE LAS CORTES HAN APROBADO Y EL PUEBLO ESPAÑOL RATIFICADO 
LA SIGUIENTE CONSTITUCIÓN:

PREÁMBULO
La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y 

promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de:
Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme 

a un orden económico y social justo.
Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la 

voluntad popular.
Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos 

humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.
Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna 

calidad de vida.
Establecer una sociedad democrática avanzada, y
Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación 

entre todos los pueblos de la Tierra.
En consecuencia, las Cortes aprueban y el pueblo español ratifica la siguiente

CONSTITUCIÓN

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna 

como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del 
Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.
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Artículo 2.  
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria 

común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la 
autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.  
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el 

deber de conocerla y el derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas 

Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio 

cultural que será objeto de especial respeto y protección.

Artículo 4.  
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, 

siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades 

Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en 
sus actos oficiales.

Artículo 5.  
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.  
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y 

manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación 
política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la 
Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 7.  
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la 

defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su 
creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la 
ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.  
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del 

Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su 
integridad territorial y el ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los 
principios de la presente Constitución.

Artículo 9.  
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 

ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la 

igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad 
de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos.
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TÍTULO I
De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.  
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 

desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son 
fundamento del orden político y de la paz social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO
De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.  
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo 

establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países 

iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con 
España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho 
recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen.

Artículo 12.  
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.  
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el 

presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, 

salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley 
para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, 
atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos 
políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas 
podrán gozar del derecho de asilo en España.

CAPÍTULO SEGUNDO
Derechos y libertades

Artículo 14.  
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna 

por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.  
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, 

puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida 
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la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de 
guerra.

Artículo 16.  
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las 

comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el 
mantenimiento del orden público protegido por la ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las 

creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de 
cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.

Artículo 17.  
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de 

su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la 
forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para 
la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo 
caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o 
a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea 
comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a 
declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y 
judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata 
puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se 
determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional.

Artículo 18.  
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 

imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 

consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, 

telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal 

y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.  
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el 

territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la 

ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.  
1. Se reconocen y protegen los derechos:
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la 

palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La 

ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de 
estas libertades.
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2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura 
previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de 
comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el 
acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el 
pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este 
Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al 
honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de 
información en virtud de resolución judicial.

Artículo 21.  
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho 

no necesitará autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará 

comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones 
fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes.

Artículo 22.  
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son 

ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un 

registro a los solos efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud 

de resolución judicial motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.  
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o 

por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio 
universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y 
cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.  
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y 

tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, 
pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la 
defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, 
a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios 
de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse 
culpables y a la presunción de inocencia.

La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no 
se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.  
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el 

momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la 
legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia 
la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado 
a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales 
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de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido 
del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá 
derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, 
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, 
impliquen privación de libertad.

Artículo 26.  
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las 

organizaciones profesionales.

Artículo 27.  
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el 

respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades 
fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos 
reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una 

programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores 
afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros 
docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y 
gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los 
términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para 
garantizar el cumplimiento de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que 
la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley 
establezca.

Artículo 28.  
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el 

ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos 
sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los 
funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a 
afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y 
a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá 
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus 
intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas 
para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 29.  
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, 

en la forma y con los efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a 

disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo 
dispuesto en su legislación específica.
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Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 30.  
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas 

garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio 
militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave 

riesgo, catástrofe o calamidad pública.

Artículo 31.  
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su 

capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de 
igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su 
programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público 
con arreglo a la ley.

Artículo 32.  
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 

derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.  
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de 

utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad 
con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.  
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la 

ley.
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 

22.

Artículo 35.  
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre 

elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración 
suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda 
hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.  
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios 

Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el 
funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.  
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los 

representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los 
convenios.
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2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de 
conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las 
limitaciones que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el 
funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.  
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los 

poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de 
acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO
De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.  
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales 

éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera 
del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan 
por sus derechos.

Artículo 40.  
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y 

económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el 
marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política 
orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y 
readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el 
descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas 
retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.  
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 

ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones 
de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones 
complementarias serán libres.

Artículo 42.  
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y 

sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su 
retorno.

Artículo 43.  
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de 

medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los 
derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el 
deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.
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Artículo 44.  
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos 

tienen derecho.
2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en 

beneficio del interés general.

Artículo 45.  
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo 

de la persona, así como el deber de conservarlo.
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos 

naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el 
medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije 
se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de 
reparar el daño causado.

Artículo 46.  
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del 

patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo 
integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los 
atentados contra este patrimonio.

Artículo 47.  
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los 

poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas 
pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo 
con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las 
plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.  
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de 

la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.  
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en 

condiciones de libertad e igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección 
especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía 
personal y la inclusión social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente 
accesibles. Asimismo, fomentarán la participación de sus organizaciones, en los términos 
que la ley establezca. Se atenderán particularmente las necesidades específicas de las 
mujeres y los menores con discapacidad.

Artículo 50.  
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente 

actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y 
con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un 
sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, 
cultura y ocio.

Artículo 51.  
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 

protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos.
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2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y 
usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan 
afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio 
interior y el régimen de autorización de productos comerciales.

Artículo 52.  
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los 

intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán 
ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO
De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 53.  
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título 

vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su 
contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se 
tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos 
en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por 
un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a 
través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será 
aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el 
Capítulo tercero informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los 
poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo 
que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.  
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado 

de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos 
comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la 
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO
De la suspensión de los derechos y libertades

Artículo 55.  
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, 

apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser 
suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los 
términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el 
apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual 
y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos 
reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos 
para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la 
actuación de bandas armadas o elementos terroristas.

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica 
producirá responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos 
por las leyes.
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TÍTULO II
De la Corona

Artículo 56.  
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el 

funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado 
español en las relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad 
histórica, y ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la 
Corona.

3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán 
siempre refrendados en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin 
dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el artículo 65, 2.

Artículo 57.  
1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de 

Borbón, legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden 
regular de primogenitura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las 
posteriores; en la misma línea, el grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el 
varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a la de menos.

2. El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que 
origine el llamamiento, tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos 
vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de España.

3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cortes Generales proveerán a 
la sucesión en la Corona en la forma que más convenga a los intereses de España.

4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren 
matrimonio contra la expresa prohibición del Rey y de las Cortes Generales, quedarán 
excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus descendientes.

5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en 
el orden de sucesión a la Corona se resolverán por una ley orgánica.

Artículo 58.  
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones 

constitucionales, salvo lo dispuesto para la Regencia.

Artículo 59.  
1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el 

pariente mayor de edad más próximo a suceder en la Corona, según el orden establecido en 
la Constitución, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el tiempo 
de la minoría de edad del Rey.

2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuere 
reconocida por las Cortes Generales, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia el 
Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de edad. Si no lo fuere, se procederá de la 
manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero alcance la mayoría 
de edad.

3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada 
por las Cortes Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.

4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad.
5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.

Artículo 60.  
1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey 

difunto, siempre que sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubiese 
nombrado, será tutor el padre o la madre mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo 
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nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse los cargos de Regente y de 
tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey.

2. El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o representación 
política.

Artículo 61.  
1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de 

desempeñar fielmente sus funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y 
respetar los derechos de los ciudadanos y de las Comunidades Autónomas.

2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes al 
hacerse cargo de sus funciones, prestarán el mismo juramento, así como el de fidelidad al 
Rey.

Artículo 62.  
Corresponde al Rey:
a) Sancionar y promulgar las leyes.
b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos 

previstos en la Constitución.
c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.
d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como 

poner fin a sus funciones en los términos previstos en la Constitución.
e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.
f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles 

y militares y conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.
g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del 

Consejo de Ministros, cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.
h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.
i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos 

generales.
j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.

Artículo 63.  
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los 

representantes extranjeros en España están acreditados ante él.
2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse 

internacionalmente por medio de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.
3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y 

hacer la paz.

Artículo 64.  
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por 

los Ministros competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la 
disolución prevista en el artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.

2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

Artículo 65.  
1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el 

sostenimiento de su Familia y Casa, y distribuye libremente la misma.
2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.
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TÍTULO III
De las Cortes Generales

CAPÍTULO PRIMERO
De las Cámaras

Artículo 66.  
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el 

Congreso de los Diputados y el Senado.
2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus 

Presupuestos, controlan la acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les 
atribuya la Constitución.

3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.  
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta 

de una Asamblea de Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.
2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.
3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no 

vincularán a las Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.  
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, 

elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca 
la ley.

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán 
representadas cada una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de 
Diputados, asignando una representación mínima inicial a cada circunscripción y 
distribuyendo los demás en proporción a la población.

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de 
representación proporcional.

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro 
años después de su elección o el día de la disolución de la Cámara.

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos 
políticos.

La ley reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los 
españoles que se encuentren fuera del territorio de España.

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación 
del mandato. El Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días 
siguientes a la celebración de las elecciones.

Artículo 69.  
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.
2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, 

directo y secreto por los votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley 
orgánica.

3. En las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con Cabildo o Consejo 
Insular, constituirá una circunscripción a efectos de elección de Senadores, correspondiendo 
tres a cada una de las islas mayores –Gran Canaria, Mallorca y Tenerife– y uno a cada una 
de las siguientes islas o agrupaciones: Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerteventura, Gomera, 
Hierro, Lanzarote y La Palma.

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.
5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada 

millón de habitantes de su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea 
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legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de 
acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que asegurarán, en todo caso, la adecuada 
representación proporcional.

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro 
años después de su elección o el día de la disolución de la Cámara.

Artículo 70.  
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los 

Diputados y Senadores, que comprenderán, en todo caso:
a) A los componentes del Tribunal Constitucional.
b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la 

excepción de los miembros del Gobierno.
c) Al Defensor del Pueblo.
d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.
e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y 

Policía en activo.
f) A los miembros de las Juntas Electorales.
2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará 

sometida al control judicial, en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.  
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas 

en el ejercicio de sus funciones.
2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de 

inmunidad y sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados 
ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva.

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del 
Tribunal Supremo.

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las 
respectivas Cámaras.

Artículo 72.  
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus 

presupuestos y, de común acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes 
Generales. Los Reglamentos y su reforma serán sometidos a una votación final sobre su 
totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus 
Mesas. Las sesiones conjuntas serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán 
por un Reglamento de las Cortes Generales aprobado por mayoría absoluta de cada 
Cámara.

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes 
administrativos y facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.  
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el 

primero, de septiembre a diciembre, y el segundo, de febrero a junio.
2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de 

la Diputación Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las 
Cámaras. Las sesiones extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día 
determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado.

Artículo 74.  
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no 

legislativas que el Título II atribuye expresamente a las Cortes Generales.
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2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 
2, se adoptarán por mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el 
procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los otros dos, por el Senado. En ambos 
casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener por una 
Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión 
presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma 
establecida, decidirá el Congreso por mayoría absoluta.

Artículo 75.  
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.
2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la 

aprobación de proyectos o proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en 
cualquier momento el debate y votación de cualquier proyecto o proposición de ley que haya 
sido objeto de esta delegación.

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, 
las cuestiones internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales 
del Estado.

Artículo 76.  
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán 

nombrar Comisiones de investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus 
conclusiones no serán vinculantes para los Tribunales, ni afectarán a las resoluciones 
judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea comunicado al Ministerio 
Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las 
sanciones que puedan imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.  
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, 

quedando prohibida la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.
2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está 

obligado a explicarse sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.  
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de 

veintiún miembros, que representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su 
importancia numérica.

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara 
respectiva y tendrán como funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades 
que correspondan a las Cámaras, de acuerdo con los artículos 86 y 116, en caso de que 
éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de velar por los poderes de 
las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán 
ejerciendo sus funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los 
asuntos tratados y de sus decisiones.

Artículo 79.  
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con 

asistencia de la mayoría de sus miembros.
2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los 

miembros presentes, sin perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la 
Constitución o las leyes orgánicas y las que para elección de personas establezcan los 
Reglamentos de las Cámaras.

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA ______________ DIE SPANISCHE VERFASSUNG

§ 1  Constitución Española

– 15 –



Artículo 80.  
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de 

cada Cámara, adoptado por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO
De la elaboración de las leyes

Artículo 81.  
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las 

libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral 
general y las demás previstas en la Constitución.

2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría 
absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.  
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con 

rango de ley sobre materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.
2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su 

objeto sea la formación de textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de 
refundir varios textos legales en uno solo.

3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para 
materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso 
que de ella haga el Gobierno mediante la publicación de la norma correspondiente. No podrá 
entenderse concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado. Tampoco podrá 
permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.

4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación 
legislativa y los principios y criterios que han de seguirse en su ejercicio.

5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se 
refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación 
de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que 
han de ser refundidos.

6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación 
podrán establecer en cada caso fórmulas adicionales de control.

Artículo 83.  
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:
a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.
b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.  
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación 

legislativa en vigor, el Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal 
supuesto, podrá presentarse una proposición de ley para la derogación total o parcial de la 
ley de delegación.

Artículo 85.  
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de 

Decretos Legislativos.

Artículo 86.  
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones 

legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al 
ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades 
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de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de 
totalidad al Congreso de los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el 
plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse 
expresamente dentro de dicho plazo sobre su convalidación o derogación, para lo cual el 
Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.

3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos 
como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.

Artículo 87.  
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo 

con la Constitución y los Reglamentos de las Cámaras.
2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la 

adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, 
delegando ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de 
su defensa.

3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular 
para la presentación de proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 
firmas acreditadas. No procederá dicha iniciativa en materias propias de ley orgánica, 
tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia.

Artículo 88.  
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al 

Congreso, acompañados de una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios 
para pronunciarse sobre ellos.

Artículo 89.  
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las 

Cámaras, sin que la prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa 
legislativa en los términos regulados por el artículo 87.

2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el 
Senado, se remitirán al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.

Artículo 90.  
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, 

su Presidente dará inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo 
someterá a la deliberación de éste.

2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, 
mediante mensaje motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá 
ser aprobado por mayoría absoluta. El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción 
sin que el Congreso ratifique por mayoría absoluta, en caso de veto, el texto inicial, o por 
mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la interposición del mismo, o se 
pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.

3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto 
se reducirá al de veinte días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno 
o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.  
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes 

Generales, y las promulgará y ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.  
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum 

consultivo de todos los ciudadanos.
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2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del 
Gobierno, previamente autorizada por el Congreso de los Diputados.

3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas 
modalidades de referéndum previstas en esta Constitución.

CAPÍTULO TERCERO
De los Tratados Internacionales

Artículo 93.  
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se 

atribuya a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas 
de la Constitución. Corresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, según los casos, la 
garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones emanadas de los 
organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.  
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o 

convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:
a) Tratados de carácter político.
b) Tratados o convenios de carácter militar.
c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos 

y deberes fundamentales establecidos en el Título I.
d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda 

Pública.
e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan 

medidas legislativas para su ejecución.
2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los 

restantes tratados o convenios.

Artículo 95.  
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la 

Constitución exigirá la previa revisión constitucional.
2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional 

para que declare si existe o no esa contradicción.

Artículo 96.  
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente 

en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser 
derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de 
acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.

2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo 
procedimiento previsto para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO IV
Del Gobierno y de la Administración

Artículo 97.  
El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 

del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la 
Constitución y las leyes.
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Artículo 98.  
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los 

Ministros y de los demás miembros que establezca la ley.
2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás 

miembros del mismo, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en 
su gestión.

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las 
propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su 
cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna.

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.  
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás 

supuestos constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los 
representantes designados por los Grupos políticos con representación parlamentaria, y a 
través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno.

2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el 
Congreso de los Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y 
solicitará la confianza de la Cámara.

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, 
otorgare su confianza a dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse 
dicha mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas 
después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviere la mayoría simple.

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, 
se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.

5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, 
ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas 
Cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.  
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a 

propuesta de su Presidente.

Artículo 101.  
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida 

de la confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de 
su Presidente.

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo 
Gobierno.

Artículo 102.  
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será 

exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado 

en el ejercicio de sus funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de 
los miembros del Congreso, y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo.

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del 
presente artículo.

Artículo 103.  
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 

acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y 
coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho.

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de 
acuerdo con la ley.
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3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública 
de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su 
derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad 
en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.  
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán 

como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad 
ciudadana.

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y 
estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.  
La ley regulará:
a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y 

asociaciones reconocidas por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones 
administrativas que les afecten.

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que 
afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las 
personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, 
garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 106.  
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación 

administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican.
2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 

indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos.

Artículo 107.  
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica 

regulará su composición y competencia.

TÍTULO V
De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales

Artículo 108.  
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los 

Diputados.

Artículo 109.  
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, 

la información y ayuda que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera 
autoridades del Estado y de las Comunidades Autónomas.

Artículo 110.  
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del 

Gobierno.
2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus 

Comisiones y la facultad de hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las 
mismas funcionarios de sus Departamentos.
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Artículo 111.  
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y 

preguntas que se le formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos 
establecerán un tiempo mínimo semanal.

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su 
posición.

Artículo 112.  
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear 

ante el Congreso de los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una 
declaración de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de 
la misma la mayoría simple de los Diputados.

Artículo 113.  
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno 

mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura.
2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los 

Diputados, y habrá de incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.
3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su 

presentación. En los dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones 
alternativas.

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán 
presentar otra durante el mismo período de sesiones.

Artículo 114.  
1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, 

procediéndose a continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo 
dispuesto en el artículo 99.

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al 
Rey y el candidato incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a 
los efectos previstos en el artículo 99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.

Artículo 115.  
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su 

exclusiva responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las 
Cortes Generales, que será decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de 
las elecciones.

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción 
de censura.

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo 
lo dispuesto en el artículo 99, apartado 5.

Artículo 116.  
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las 

competencias y limitaciones correspondientes.
2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en 

Consejo de Ministros por un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los 
Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado 
dicho plazo. El decreto determinará el ámbito territorial a que se extienden los efectos de la 
declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en 
Consejo de Ministros, previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y 
proclamación del estado de excepción deberá determinar expresamente los efectos del 
mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración, que no podrá exceder de treinta 
días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.
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4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los 
Diputados, a propuesta exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito 
territorial, duración y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos 
de los estados comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente 
convocadas las Cámaras si no estuvieren en período de sesiones. Su funcionamiento, así 
como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no podrán interrumpirse durante 
la vigencia de estos estados.

Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produjere alguna de las situaciones 
que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del Congreso serán 
asumidas por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el 
principio de responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y 
en las leyes.

TÍTULO VI
Del Poder Judicial

Artículo 117.  
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y 

Magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y 
sometidos únicamente al imperio de la ley.

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni 
jubilados, sino por alguna de las causas y con las garantías previstas en la ley.

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo 
ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados 
por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento que las mismas 
establezcan.

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el 
apartado anterior y las que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de 
cualquier derecho.

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de 
los Tribunales. La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente 
castrense y en los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los principios de la 
Constitución.

6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118.  
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y 

Tribunales, así como prestar la colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en 
la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119.  
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de 

quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar.

Artículo 120.  
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes 

de procedimiento.
2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.
3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.
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Artículo 121.  
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del 

funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, darán derecho a una 
indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.

Artículo 122.  
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y 

gobierno de los Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y 
Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del personal al servicio de la 
Administración de Justicia.

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley 
orgánica establecerá su estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus 
funciones, en particular en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen 
disciplinario.

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal 
Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de 
cinco años. De éstos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en 
los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los 
Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres 
quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida 
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123.  
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional 

superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.
2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del 

Consejo General del Poder Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124.  
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, 

tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos 
de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los 
interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la 
satisfacción del interés social.

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los 
principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a 
los de legalidad e imparcialidad.

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.
4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, 

oído el Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 125.  
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de 

Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos 
penales que la ley determine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.

Artículo 126.  
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus 

funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en 
los términos que la ley establezca.

Artículo 127.  
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no 

podrán desempeñar otros cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La 
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ley establecerá el sistema y modalidades de asociación profesional de los Jueces, 
Magistrados y Fiscales.

2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder 
judicial, que deberá asegurar la total independencia de los mismos.

TÍTULO VII
Economía y Hacienda

Artículo 128.  
1. Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está 

subordinada al interés general.
2. Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica. Mediante ley se podrá 

reservar al sector público recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de 
monopolio y asimismo acordar la intervención de empresas cuando así lo exigiere el interés 
general.

Artículo 129.  
1. La ley establecerá las formas de participación de los interesados en la Seguridad 

Social y en la actividad de los organismos públicos cuya función afecte directamente a la 
calidad de la vida o al bienestar general.

2. Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en 
la empresa y fomentarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas. 
También establecerán los medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad 
de los medios de producción.

Artículo 130.  
1. Los poderes públicos atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores 

económicos y, en particular, de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, 
a fin de equiparar el nivel de vida de todos los españoles.

2. Con el mismo fin, se dispensará un tratamiento especial a las zonas de montaña.

Artículo 131.  
1. El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad económica general para atender 

a las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial y 
estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su más justa distribución.

2. El Gobierno elaborará los proyectos de planificación, de acuerdo con las previsiones 
que le sean suministradas por las Comunidades Autónomas y el asesoramiento y 
colaboración de los sindicatos y otras organizaciones profesionales, empresariales y 
económicas. A tal fin se constituirá un Consejo, cuya composición y funciones se 
desarrollarán por ley.

Artículo 132.  
1. La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los 

comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e 
inembargabilidad, así como su desafectación.

2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo caso, la zona 
marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica 
y la plataforma continental.

3. Por ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional, su 
administración, defensa y conservación.

Artículo 133.  
1. La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al 

Estado, mediante ley.
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2. Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir 
tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

3. Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado deberá establecerse en virtud 
de ley.

4. Las administraciones públicas sólo podrán contraer obligaciones financieras y realizar 
gastos de acuerdo con las leyes.

Artículo 134.  
1. Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y 

a las Cortes Generales, su examen, enmienda y aprobación.
2. Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad 

de los gastos e ingresos del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los 
beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado.

3. El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Presupuestos 
Generales del Estado al menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior.

4. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico 
correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del 
ejercicio anterior hasta la aprobación de los nuevos.

5. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el Gobierno podrá presentar 
proyectos de ley que impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos 
correspondientes al mismo ejercicio presupuestario.

6. Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de 
los ingresos presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación.

7. La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una ley 
tributaria sustantiva así lo prevea.

Artículo 135.  
1. Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de 

estabilidad presupuestaria.
2. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural 

que supere los márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Europea para sus Estados 
Miembros.

Una ley orgánica fijará el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las 
Comunidades Autónomas, en relación con su producto interior bruto. Las Entidades Locales 
deberán presentar equilibrio presupuestario.

3. El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para 
emitir deuda pública o contraer crédito.

Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las 
Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus 
presupuestos y su pago gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de 
enmienda o modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión.

El volumen de deuda pública del conjunto de las Administraciones Públicas en relación 
con el producto interior bruto del Estado no podrá superar el valor de referencia establecido 
en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

4. Los límites de déficit estructural y de volumen de deuda pública sólo podrán superarse 
en caso de catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de emergencia 
extraordinaria que escapen al control del Estado y perjudiquen considerablemente la 
situación financiera o la sostenibilidad económica o social del Estado, apreciadas por la 
mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados.

5. Una ley orgánica desarrollará los principios a que se refiere este artículo, así como la 
participación, en los procedimientos respectivos, de los órganos de coordinación institucional 
entre las Administraciones Públicas en materia de política fiscal y financiera. En todo caso, 
regulará:

a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones 
Públicas, los supuestos excepcionales de superación de los mismos y la forma y plazo de 
corrección de las desviaciones que sobre uno y otro pudieran producirse.
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b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural.
c) La responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los 

objetivos de estabilidad presupuestaria.
6. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivos Estatutos y dentro de 

los límites a que se refiere este artículo, adoptarán las disposiciones que procedan para la 
aplicación efectiva del principio de estabilidad en sus normas y decisiones presupuestarias.

Artículo 136.  
1. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la 

gestión económica de Estado, así como del sector público.
Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por 

delegación de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Estado.
2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas 

y serán censuradas por éste.
El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes 

Generales un informe anual en el que, cuando proceda, comunicará las infracciones o 
responsabilidades en que, a su juicio, se hubiere incurrido.

3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e 
inamovilidad y estarán sometidos a las mismas incompatibilidades que los Jueces.

4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribunal de 
Cuentas.

TÍTULO VIII
De la Organización Territorial del Estado

CAPÍTULO PRIMERO
Principios generales

Artículo 137.  
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las 

Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía 
para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.  
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en 

el artículo 2 de la Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, 
adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español, y atendiendo en particular a 
las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no 
podrán implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.  
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del 

territorio del Estado.
2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la 

libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en 
todo el territorio español.

CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA ______________ DIE SPANISCHE VERFASSUNG

§ 1  Constitución Española

– 26 –



CAPÍTULO SEGUNDO
De la Administración Local

Artículo 140.  
La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos gozarán de personalidad 

jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, 
integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos 
del municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma 
establecida por la ley. Los Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La 
ley regulará las condiciones en las que proceda el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.  
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la 

agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del 
Estado. Cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes 
Generales mediante ley orgánica.

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a 
Diputaciones u otras Corporaciones de carácter representativo.

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.
4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de 

Cabildos o Consejos.

Artículo 142.  
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño 

de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán 
fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado y de las 
Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO TERCERO
De las Comunidades Autónomas

Artículo 143.  
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la 

Constitución, las provincias limítrofes con características históricas, culturales y económicas 
comunes, los territorios insulares y las provincias con entidad regional histórica podrán 
acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades Autónomas con arreglo a lo 
previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones 
interesadas o al órgano interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los 
municipios cuya población represente, al menos, la mayoría del censo electoral de cada 
provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el plazo de seis meses desde el 
primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales interesadas.

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.  
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:
a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no 

supere el de una provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.
b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no 

estén integrados en la organización provincial.
c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del 

artículo 143.
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Artículo 145.  
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.
2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las 

Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de 
servicios propios de las mismas, así como el carácter y efectos de la correspondiente 
comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los acuerdos de 
cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes 
Generales.

Artículo 146.  
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros 

de la Diputación u órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y 
Senadores elegidos en ellas y será elevado a las Cortes Generales para su tramitación como 
ley.

Artículo 147.  
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma 

institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará 
como parte integrante de su ordenamiento jurídico.

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:
a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.
b) La delimitación de su territorio.
c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.
d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las 

bases para el traspaso de los servicios correspondientes a las mismas.
3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y 

requerirá, en todo caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.  
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes 

materias:
1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.
2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en 

general, las funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre las 
Corporaciones locales y cuya transferencia autorice la legislación sobre Régimen Local.

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.
5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio 

de la Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos 
medios o por cable.

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no 
desarrollen actividades comerciales.

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.
9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.
10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, 

canales y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.
11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.
12.ª Ferias interiores.
13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los 

objetivos marcados por la política económica nacional.
14.ª La artesanía.
15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad 

Autónoma.
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16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.
17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la 

lengua de la Comunidad Autónoma.
18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
20.ª Asistencia social.
21.ª Sanidad e higiene.
22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás 

facultades en relación con las policías locales en los términos que establezca una ley 
orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades 
Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido 
en el artículo 149.

Artículo 149.  
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:
1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 

españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.
3.ª Relaciones internacionales.
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.
5.ª Administración de Justicia.
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las 

necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho 
sustantivo de las Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las 
Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En 
todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones 
jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e 
instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas para resolver los 
conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en este último 
caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de 

crédito, banca y seguros.
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre 

productos farmacéuticos.
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la 

ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas.
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen 

estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un 
tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las 
especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; 
legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones 
administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector 
se atribuyan a las Comunidades Autónomas.
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20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales 
marítimas; puertos de interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio 
aéreo, tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una 
Comunidad Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de 
vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y 
radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos 
cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las 
instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte 
de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 
facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. 
La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una 
Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los 

medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y 
ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin 
perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas.

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las 
Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el 
marco de lo que disponga una ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos 
en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.
2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el 

Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la 
comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán 
corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La 
competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía 
corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las 
Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de 
éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades 
Autónomas.

Artículo 150.  
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a 

alguna de las Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas 
legislativas en el marco de los principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin 
perjuicio de la competencia de los Tribunales, en cada ley marco se establecerá la 
modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas de las 
Comunidades Autónomas.

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley 
orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia 
naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la 
correspondiente transferencia de medios financieros, así como las formas de control que se 
reserve el Estado.
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3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar 
las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias 
atribuidas a la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general. Corresponde a 
las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta 
necesidad.

Artículo 151.  
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 

del artículo 148, cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo 
del artículo 143.2, además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares 
correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios de cada una de las provincias 
afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una de ellas y 
dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría 
absoluta de los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración 
del Estatuto será el siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las 
circunscripciones comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al 
autogobierno, para que se constituyan en Asamblea, a los solos efectos de elaborar el 
correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante el acuerdo de la mayoría 
absoluta de sus miembros.

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la 
Comisión Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará 
con el concurso y asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar 
de común acuerdo su formulación definitiva.

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del 
cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado 
Estatuto.

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos 
válidamente emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras 
decidirán sobre el texto mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo 
sancionará y lo promulgará como ley.

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el 
proyecto de Estatuto será tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El 
texto aprobado por éstas será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las provincias 
comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto. En caso de ser aprobado por 
la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia, procederá su promulgación 
en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del 
proyecto de Estatuto por una o varias provincias no impedirá la constitución entre las 
restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en la forma que establezca la ley orgánica 
prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.  
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la 

organización institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por 
sufragio universal, con arreglo a un sistema de representación proporcional que asegure, 
además, la representación de las diversas zonas del territorio; un Consejo de Gobierno con 
funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus 
miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de Gobierno, 
la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. 
El Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables 
ante la Asamblea.

Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al 
Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma. En los Estatutos de las Comunidades Autónomas podrán establecerse los 
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supuestos y las formas de participación de aquéllas en la organización de las demarcaciones 
judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del poder 
judicial y dentro de la unidad e independencia de éste.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en 
su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en el mismo territorio de la 
Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser 
modificados mediante los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los 
electores inscritos en los censos correspondientes.

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer 
circunscripciones territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.  
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones 

normativas con fuerza de ley.
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones 

delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150.
c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus 

normas reglamentarias.
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.  
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el 

territorio de la Comunidad Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración 
propia de la Comunidad.

Artículo 155.  
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u 

otras leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de 
España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el 
caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar 
las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas 
obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá 
dar instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.  
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y 

ejecución de sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda 
estatal y de solidaridad entre todos los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del 
Estado para la recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de 
acuerdo con las leyes y los Estatutos.

Artículo 157.  
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:
a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos 

estatales y otras participaciones en los ingresos del Estado.
b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.
c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con 

cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.
e) El producto de las operaciones de crédito.
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2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias 
sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre 
circulación de mercancías o servicios.

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras 
enumeradas en el precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que 
pudieran surgir y las posibles formas de colaboración financiera entre las Comunidades 
Autónomas y el Estado.

Artículo 158.  
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las 

Comunidades Autónomas en función del volumen de los servicios y actividades estatales 
que hayan asumido y de la garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios 
públicos fundamentales en todo el territorio español.

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el 
principio de solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de 
inversión, cuyos recursos serán distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades 
Autónomas y provincias, en su caso.

TÍTULO IX
Del Tribunal Constitucional

Artículo 159.  
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de 

ellos, cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro 
a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a 
propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y 
Fiscales, Profesores de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas 
de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional.

3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve 
años y se renovarán por terceras partes cada tres.

4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo 
mandato representativo; con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de 
funciones directivas en un partido político o en un sindicato y con el empleo al servicio de los 
mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier actividad profesional 
o mercantil.

En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional tendrán las incompatibilidades 
propias de los miembros del poder judicial.

5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el 
ejercicio de su mandato.

Artículo 160.  
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, 

a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.  
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es 

competente para conocer:
a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza 

de ley. La declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, 
interpretada por la jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas 
no perderán el valor de cosa juzgada.

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el 
artículo 53, 2, de esta Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.
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c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de 
los de éstas entre sí.

d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.
2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y 

resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación 
producirá la suspensión de la disposición o resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, 
deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco meses.

Artículo 162.  
1. Están legitimados:
a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el 

Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las 
Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas.

b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un 
interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.  
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, 

aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, 
planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional en los supuestos, en la forma y con los 
efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos.

Artículo 164.  
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado 

con los votos particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día 
siguiente de su publicación y no cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la 
inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se 
limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente a todos.

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte 
no afectada por la inconstitucionalidad.

Artículo 165.  
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de 

sus miembros, el procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las 
acciones.

TÍTULO X
De la reforma constitucional

Artículo 166.  
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los 

apartados 1 y 2 del artículo 87.

Artículo 167.  
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de 

tres quintos de cada una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará 
obtenerlo mediante la creación de una Comisión de composición paritaria de Diputados y 
Senadores, que presentará un texto que será votado por el Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y 
siempre que el texto hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, 
el Congreso, por mayoría de dos tercios, podrá aprobar la reforma.
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3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su 
ratificación cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una 
décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.  
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al 

Título preliminar, al Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se 
procederá a la aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la 
disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo 
texto constitucional, que deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas 
Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su 
ratificación.

Artículo 169.  
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno 

de los estados previstos en el artículo 116.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales.
La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el 

marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía.

Segunda.  
La declaración de mayoría de edad contenida en el artículo 12 de esta Constitución no 

perjudica las situaciones amparadas por los derechos forales en el ámbito del Derecho 
privado.

Tercera.  
La modificación del régimen económico y fiscal del archipiélago canario requerirá informe 

previo de la Comunidad Autónoma o, en su caso, del órgano provisional autonómico.

Cuarta.  
En las Comunidades Autónomas donde tengan su sede más de una Audiencia Territorial, 

los Estatutos de Autonomía respectivos podrán mantener las existentes, distribuyendo las 
competencias entre ellas, siempre de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del 
poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
En los territorios dotados de un régimen provisional de autonomía, sus órganos 

colegiados superiores, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus 
miembros, podrán sustituir la iniciativa que en el apartado 2 del artículo 143 atribuye a las 
Diputaciones Provinciales o a los órganos interinsulares correspondientes.

Segunda.  
Los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de 

Estatuto de autonomía y cuenten, al tiempo de promulgarse esta Constitución, con 
regímenes provisionales de autonomía podrán proceder inmediatamente en la forma que se 
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prevé en el apartado 2 del artículo 148, cuando así lo acordaren, por mayoría absoluta, sus 
órganos preautonómicos colegiados superiores, comunicándolo al Gobierno. El proyecto de 
Estatuto será elaborado de acuerdo con lo establecido en el artículo 151, número 2, a 
convocatoria del órgano colegiado preautonómico.

Tercera.  
La iniciativa del proceso autonómico por parte de las Corporaciones locales o de sus 

miembros, prevista en el apartado 2 del artículo 143, se entiende diferida, con todos sus 
efectos, hasta la celebración de las primeras elecciones locales una vez vigente la 
Constitución.

Cuarta.  
1. En el caso de Navarra, y a efectos de su incorporación al Consejo General Vasco o al 

régimen autonómico vasco que le sustituya, en lugar de lo que establece el artículo 143 de la 
Constitución, la iniciativa corresponde al Órgano Foral competente, el cual adoptará su 
decisión por mayoría de los miembros que lo componen. Para la validez de dicha iniciativa 
será preciso, además, que la decisión del Órgano Foral competente sea ratificada por 
referéndum expresamente convocado al efecto, y aprobado por mayoría de los votos válidos 
emitidos.

2. Si la iniciativa no prosperase, solamente se podrá reproducir la misma en distinto 
período del mandato del Órgano Foral competente, y en todo caso, cuando haya transcurrido 
el plazo mínimo que establece el artículo 143.

Quinta.  
Las ciudades de Ceuta y Melilla podrán constituirse en Comunidades Autónomas si así 

lo deciden sus respectivos Ayuntamientos, mediante acuerdo adoptado por la mayoría 
absoluta de sus miembros y así lo autorizan las Cortes Generales, mediante una ley 
orgánica, en los términos previstos en el artículo 144.

Sexta.  
Cuando se remitieran a la Comisión Constitucional del Congreso varios proyectos de 

Estatuto, se dictaminarán por el orden de entrada en aquélla, y el plazo de dos meses a que 
se refiere el artículo 151 empezará a contar desde que la Comisión termine el estudio del 
proyecto o proyectos de que sucesivamente haya conocido.

Séptima.  
Los organismos provisionales autonómicos se considerarán disueltos en los siguientes 

casos:
a) Una vez constituidos los órganos que establezcan los Estatutos de Autonomía 

aprobados conforme a esta Constitución.
b) En el supuesto de que la iniciativa del proceso autonómico no llegara a prosperar por 

no cumplir los requisitos previstos en el artículo 143.
c) Si el organismo no hubiera ejercido el derecho que le reconoce la disposición 

transitoria primera en el plazo de tres años.

Octava.  
1. Las Cámaras que han aprobado la presente Constitución asumirán, tras la entrada en 

vigor de la misma, las funciones y competencias que en ella se señalan, respectivamente, 
para el Congreso y el Senado, sin que en ningún caso su mandato se extienda más allá del 
15 de junio de 1981.

2. A los efectos de lo establecido en el artículo 99, la promulgación de la Constitución se 
considerará como supuesto constitucional en el que procede su aplicación. A tal efecto, a 
partir de la citada promulgación se abrirá un período de treinta días para la aplicación de lo 
dispuesto en dicho artículo.
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Durante este período, el actual Presidente del Gobierno, que asumirá las funciones y 
competencias que para dicho cargo establece la Constitución, podrá optar por utilizar la 
facultad que le reconoce el artículo 115 o dar paso, mediante la dimisión, a la aplicación de 
lo establecido en el artículo 99, quedando en este último caso en la situación prevista en el 
apartado 2 del artículo 101.

3. En caso de disolución, de acuerdo con lo previsto en el artículo 115, y si no se hubiera 
desarrollado legalmente lo previsto en los artículos 68 y 69, serán de aplicación en las 
elecciones las normas vigentes con anterioridad, con las solas excepciones de que en lo 
referente a inelegibilidades e incompatibilidades se aplicará directamente lo previsto en el 
inciso segundo de la letra b) del apartado 1 del artículo 70 de la Constitución, así como lo 
dispuesto en la misma respecto a la edad para el voto y lo establecido en el artículo 69,3.

Novena.  
A los tres años de la elección por vez primera de los miembros del Tribunal 

Constitucional se procederá por sorteo para la designación de un grupo de cuatro miembros 
de la misma procedencia electiva que haya de cesar y renovarse. A estos solos efectos se 
entenderán agrupados como miembros de la misma procedencia a los dos designados a 
propuesta del Gobierno y a los dos que proceden de la formulada por el Consejo General del 
Poder Judicial. Del mismo modo se procederá transcurridos otros tres años entre los dos 
grupos no afectados por el sorteo anterior. A partir de entonces se estará a lo establecido en 
el número 3 del artículo 159.

DISPOSICION DEROGATORIA
1. Queda derogada la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política, así como, en 

tanto en cuanto no estuvieran ya derogadas por la anteriormente mencionada Ley, la de 
Principios del Movimiento Nacional, de 17 de mayo de 1958; el Fuero de los Españoles, de 
17 de julio de 1945; el del Trabajo, de 9 de marzo de 1938; la Ley Constitutiva de las Cortes, 
de 17 de julio de 1942; la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado, de 26 de julio de 1947, 
todas ellas modificadas por la Ley Orgánica del Estado, de 10 de enero de 1967, y en los 
mismos términos esta última y la de Referéndum Nacional de 22 de octubre de 1945.

2. En tanto en cuanto pudiera conservar alguna vigencia, se considera definitivamente 
derogada la Ley de 25 de octubre de 1839 en lo que pudiera afectar a las provincias de 
Álava, Guipúzcoa y Vizcaya.

En los mismos términos se considera definitivamente derogada la Ley de 21 de julio de 
1876.

3. Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en 
esta Constitución.

DISPOSICION FINAL
Esta Constitución entrará en vigor el mismo día de la publicación de su texto oficial en el 

boletín oficial del Estado. Se publicará también en las demás lenguas de España.

CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA ______________ DIE SPANISCHE VERFASSUNG

§ 1  Constitución Española

– 37 –



§ 2

Die Spanische Verfassung

Cortes Generales
«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978

Última modificación: 17 de febrero de 2024
Referencia: BOE-A-1978-31229-DE

Juan Carlos I, König von Spanien, gibt allen, die hiervon kenntnis erlangen mögen,
Zu wissen: Dass die nachstehende Verfassung durch die Cortes gebilligt und durch das 

spanische Volk ratifiziert wurde:

PRÄAMBEL
DIE spanische Nation, von dem Wunsch beseelt, Gerechtigkeit, Freiheit und Sicherheit 

herzustellen und dem Wohl aller ihrer Bürger förderlich zu sein, verkündet in Ausübung ihrer 
Souveränität ihren Willen,

DAS demokratische Zusammenleben im Schutze der Verfassung und der Gesetze und 
im Rahmen einer gerechten Wirtschafts- und Sozialordnung zu gewährleisten;

EINEN Rechtsstaat zu konsolidieren, der die Herrschaft des Gesetzes als Ausdruck des 
Willens des Volkes gewähr-leistet;

ALLE Spanier und Völker Spaniens bei der Ausübung der Menschenrechte und bei der 
Pflege ihrer Kultur und Traditionen, Sprache und Institutionen zu schützen;

DEN Fortschritt von Wirtschaft und Kultur zu fördern, um würdige Lebensverhältnisse für 
alle zu sichern;

EINE fortgeschrittene, demokratische Gesellschaft zu errichten;
BEI der Vertiefung friedlicher und von guter Zusammenarbeit gekennzeichneter 

Beziehungen zwischen allen Völkern der Erde mitzuwirken.
KRAFT dessen beschließen die Cortes und ratifiziert das spanische Volk die folgende:

VERFASSUNG

VORTITEL

Artikel 1.  
1. Spanien konstituiert sich als demokratischer und sozialer Rechtsstaat und bekennt 

sich zu Freiheit, Gerechtigkeit, Gleichheit und politischem Pluralismus als obersten Werten 
seiner Rechtsordnung.

2. Das spanische Volk, von dem alle Staatsgewalt ausgeht, ist Träger der nationalen 
Souveränität.

3. Die Staatsform des spanischen Staates ist die parlamentarische Monarchie.
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Artikel 2.  
Die Verfassung stützt sich auf die unauflösliche Einheit der spanischen Nation, 

gemeinsames und unteilbares Vaterland aller Spanier, und anerkennt und gewährleistet das 
Recht auf Autonomie der Nationalitäten und Regionen, die Bestandteil der Nation sind, und 
auf die Solidarität zwischen ihnen.

Artikel 3.  
1. Das Kastilische ist die offizielle spanische Amtssprache. Alle Spanier haben die Pflicht, 

sie zu kennen, und das Recht, sie zu benutzen.
2. Die weiteren spanischen Sprachen sind in den Autonomen Gemeinschaften und 

gemäß ihren jeweiligen Statuten ebenfalls offiziell.
3. Der Reichtum der sprachlichen Verschiedenheiten Spaniens ist ein Kulturgut, das 

besonders zu achten und zu schützen ist.

Artikel 4.  
1. Die spanische Flagge besteht aus drei Querstreifen: rot, gelb rot; der gelbe Streifen hat 

die doppelte Breite jedes der roten.
2. In den Statuten können eigene Flaggen und Kennzeichen der Autonomen 

Gemeinschaften anerkannt werden. Sie werden auf und in öffentlichen Gebäuden und bei 
offiziellen Anlässen zusammen mit der spanischen Fahne gehisst.

Artikel 5.  
Hauptstadt des Staates ist die Stadt Madrid.

Artikel 6.  
Die politischen Parteien sind Ausdruck des politischen Pluralismus, wirken bei der 

Willensbildung des Volkes und deren Äusserung mit und sind Hauptinstrument der 
politischen Beteiligung. Ihre Gründung und die Ausübung ihrer Tätigkeit sind im Rahmen der 
Achtung der Verfassung und des Gesetzes frei. Ihre innere Struktur und ihre Arbeitsweise 
müssen demokratisch sein.

Artikel 7.  
Die Gewerkschaften und Unternehmerverbände verteidigen und fördern die ihnen 

eigenen wirtschaftlichen und sozialen Interessen. Ihre Gründung und die Ausübung ihrer 
Tätigkeit sind im Rahmen der Achtung der Verfassung und des Gesetzes frei. Ihre innere 
Struktur und ihre Arbeitsweise müssen demokratisch sein.

Artikel 8.  
1. Den Streitkräften, bestehend aus Heer, Flotte und Luftwaffe, obliegt es, die 

Souveränität und Unabhängigkeit Spaniens zu gewährleisten und seine territoriale Integrität 
und verfassungsmäßige Ordnung zu verteidigen.

2. Ein Organgesetz (Verfassungsgesetz) regelt die Grundlagen der Militärorganisation im 
Rahmen der vorliegenden Verfassung.

Artikel 9.  
1. Die Bürger und die öffentlichen Gewalten sind an die Verfassung und die übrige 

Rechtsordnung gebunden.
2. Den öffentlichen Gewalten obliegt es, die Bedingungen dafür zu schaffen, dass Freiheit 

und Gleichheit des Einzelnen und der Gruppe, in die er sich einfügt, real und wirksam sind, 
die Hindernisse zu beseitigen, die ihre volle Entfaltung unmöglich machen oder erschweren, 
und die Teilnahme aller Bürger am politischen, wirtschaftlichen, kulturellen und sozialen 
Leben zu erleichtern.

3. Die Verfassung gewährleistet das Prinzip der Legalität, die normative Rangordnung, 
die Öffentlichkeit der Normen, die Nichtrückwirkung der Sanktionsnormen, die sich ungünstig 
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oder restriktiv auf die Rechte des Einzelnen auswirken, die Rechtssicherheit, die 
Verantwortlichkeit und das Verbot der Willkür seitens der öffentlichen Gewalten.

TITLE I
Die Grundrechte und –pflichten

Artikel 10.  
1. Die Würde des Menschen, die ihm zustehenden unverletzlichen Menschenrechte, die 

freie Entfaltung der Persönlichkeit, die Achtung des Gesetzes und der Rechte anderer sind 
Grundlage der politischen Ordnung und des sozialen Friedens.

2. Die auf die in der Verfassung anerkannten Grundrechte und -freiheiten bezüglichen 
Normen werden in Übereinstimmung mit der Allgemeinen Erklärung der Menschenrechte und 
den von Spanien ratifizierten internationalen Verträgen und Abkommen über die gleiche 
Materie ausgelegt.

KAPITEL I
Spanier und Ausländer

Artikel 11.  
1. Die spanische Staatsangehörigkeit wird gemäß den Bestimmungen des Gesetzes 

erworben, beibehalten und entzogen.
2. Keinem gebürtigen Spanier darf die Staatsangehörigkeit entzogen werden.
3. Der Staat kann mit den iberoamerikanischen Ländern oder solchen, die durch 

besondere Beziehungen mit Spanien verbunden waren oder sind, Verträge über doppelte 
Staatsangehörigkeit abschliessen. In diesen selben Ländern können Spanier ohne den 
Verlust ihrer durch Geburt erworbenen Staatsbürgerschaft das Bürgerrecht erhalten, selbst 
wenn die betreffenden Länder ihren Bürgern kein Recht auf Gegenseitigkeit einräumen.

Artikel 12.  
Die Spanier werden im Alter von 18 Jahren mündig.

Artikel 13.  
1. Ausländer genießen in Spanien nach Maßgabe der Verträge und Gesetze die 

öffentlichen Freiheiten, die dieser Titel gewährleistet.
2. Nur Spanier sind der in Art. 23 anerkannten Rechte teilhaftig, mit Ausnahme dessen, 

was auf der Grundlage von Gegenseitigkeitskriterien für das aktive und passive Wahlrecht 
bei Gemeindewahlen vertrags– oder gesetzmäßig niedergelegt werden könnte.

3. Einer Auslieferung wird nur in Erfüllung eines Vertrages oder eines Gesetzes und 
gemäß dem Gegenseitigkeitsprinzip stattgegeben. Die Auslieferung erstreckt sich nicht auf 
politische Delikte, wobei Terrorakte nicht als solche betrachtet werden.

4. Das Gesetz legt die Bedingungen fest, nach denen Bürger anderer Länder und 
Staatenlose Asylrecht in Spanien genießen können.

KAPITEL II
Rechte und Freiheiten

Artikel 14.  
Die Spanier sind vor dem Gesetz gleich, und niemand darf wegen seiner Abstammung, 

seiner Rasse, seines Geschlechtes, seiner Religion, seiner Anschauungen oder jedweder 
anderer persönlicher oder sozialer Umstände diskriminiert werden.
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Abschnitt 1. Die Grundrechte und die öffentlichen Freiheiten

Artikel 15.  
Alle haben das Recht auf Leben und körperliche und moralische Unversehrtheit, und 

niemand darf jemals der Folterung oder unmenschlichen und entwürdigenden Strafen oder 
Behandlungen ausgesetzt werden. Die Todesstrafe ist abgeschafft, mit Ausnahme der 
Bestimmungen, die die militärischen Strafgesetze für Kriegszeiten festlegen können.

Artikel 16.  
1. Die Freiheit des ideologischen Bekenntnisses, der Religion und des Kultes wird dem 

Einzelnen und den Gemeinschaften gewährleistet; sie wird in ihren Ausdrucksformen 
lediglich durch die vom Gesetz geschützte Notwendigkeit der Wahrung der öffentlichen 
Ordnung begrenzt.

2. Niemand darf gezwungen werden, sich zu seiner Ideologie, seiner Religion oder 
seinem Glauben zu äußern.

3. Es gibt keine staatliche Konfession. Die öffentlichen Gewalten berücksichtigen die 
religiösen Anschauungen der spanischen Gesellschaft und unterhalten die entsprechenden, 
auf Zusammenarbeit ausgerichteten Beziehungen zur katholischen Kirche und den übrigen 
Konfessionen.

Artikel 17.  
1. Jeder hat das Recht auf Freiheit und Sicherheit. Ein Freiheitsentzug darf nur unter 

Berücksichtigung der Bestimmungen dieses Artikels und nur nach Maßgabe der vom Gesetz 
bestimmten Fälle und Form stattfinden.

2. Die vorläufige Festnahme darf die für die Ermittlungen, die zur Klärung des 
Sachverhaltes führen sollen, unbedingt notwendige Zeit nicht überschreiten; in jedem Fall 
muss der Festgenommene nach einer Höchstfrist von zweiundsiebzig Stunden freigelassen 
oder der Justizbehörde übergeben werden.

3. Jede festgenommene Person muss unverzüglich und auf für sie verständliche Art und 
Weise über ihre Rechte und die Gründe ihrer Festnahme informiert werden. Gemäß den 
gesetzlichen Bestimmungen wird dem Festgenommenen die Unterstützung eines Anwalts bei 
den polizeilichen oder richterlichen Ermittlungen gewährleistet.

4. Das Gesetz wird ein Habeascorpus-Verfahren vorsehen, nach dem jede illegal 
festgenommene Person unverzüglich dem Richter vorzuführen ist. Das Gesetz bestimmt 
ebenso die Höchstfrist der Dauer der Untersuchungshaft.

Artikel 18.  
1. Das Recht auf Ehre, auf die persönliche und familiäre Intimsphäre und auf das eigene 

Image wird gewährleistet.
2. Die Wohnung ist unverletzlich. Betretungen oder Durchsuchungen dürfen nicht ohne 

die Einwilligung des Inhabers oder ohne Gerichtsentscheidung vorgenommen werden, mit 
Ausnahme der Fälle, bei denen es sich um in flagranti festgestellte Delikte handelt.

3. Das Kommunikationsgeheimnis sowie insbesondere das Postund 
Fernmeldegeheimnis werden außer im Falle einer Gerichtsentscheidung gewährleistet.

4. Das Gesetz beschränkt den Einsatz der Informatik zwecks Gewährleistung der Ehre 
sowie der persönlichen und familiären Intimsphäre der Bürger und der vollen Ausubüng ihrer 
Rechte.

Artikel 19.  
Die Spanier haben das Recht auf freie Wahl des Wohnsitzes und auf Freizügigkeit im 

Hoheitsgebiet des Staates.
Ebenso haben sie das Recht, gemäß den gesetzlichen Bestimmungen frei von und nach 

Spanien aus– oder einzureisen. Dieses Recht darf nicht aus politischen oder ideologischen 
Gründen eingeschränkt werden.
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Artikel 20.  
1. Folgende Rechte werden anerkannt und geschützt:
a) das Recht auf freie Meinungsäßerung und Verbreitung von Gedanken und Meinungen 

in Wort, Schrift oder jedwedem anderen Medium;
b) das Recht auf literarische, künstlerische, wissenschaftliche und technische Produktion 

und Schöpfung;
c) das Recht auf Lehrfreiheit;
d) das Recht auf freie und wahre Berichterstattung sowie deren Empfang über jedwedes 

Verbreitungsmedium. Das Gesetz regelt das Recht auf die Gewissensklausel und das 
Berufsgeheimnis bei der Ausübung dieser Freiheiten.

2. Die Ausübung dieser Rechte darf durch keinerlei Vorzensur eingeschränkt werden.
3. Das Gesetz regelt die Organisation und die parlamentarische Kontrolle der vom Staate 

oder irgendeiner öffentlichen Einrichtung abhängigen sozialen Kommunikationsmedien und 
gewährleistet den sozial und politisch relevanten Gruppen den Zugang zu denselben unter 
Wahrung des Pluralismus der Gesellschaft und der verschiedenen Sprachen Spaniens.

4. Diese Freiheiten werden begrenzt durch die Achtung der in diesem Titel anerkannten 
Rechte, durch die Vorschriften der sie regelnden Gesetze und besonders durch das Recht 
auf die Ehre, die Intimsphäre, das eigene Image und den Schutz der Jugend und der 
Kindheit.

5. Die Beschlagnahme von Veröffentlichungen, Tonbandaufnahmen und anderen 
Informationsmedien darf nur kraft Gerichtsentscheidung vorgenommen werden.

Artikel 21.  
1. Das Recht auf friedliche Versammlung ohne Waffen wird anerkannt. Die Ausübung 

dieses Rechtes bedarf keiner vorherigen Genehmigung.
2. Von Versammlungen an öffentlichen Stätten und von Demonstrationen ist die 

zuständige Behörde zuvor in Kenntnis zu setzen. Diese darf selbige nur verbieten, falls 
berechtigter Anlass zur Annahme einer Störung der öffentlichen Ordnung mit Gefahr für 
Personen und Güter gegeben ist.

Artikel 22.  
1. Das Recht, Vereine zu bilden, wird anerkannt.
2. Vereinigungen, deren Zwecke oder Mittel als Delikte zu klassifizieren sind, werden als 

illegal betrachtet.
3. Vereinigungen, die im Rahmen dieses Artikels gegründet werden, müssen sich mit 

dem alleinigen Zweck der Veröffentlichung in ein entsprechendes Register eintragen.
4. Die Vereinigungen können nur kraft einer begründeten Gerichtsentscheidung aufgelöst 

oder in ihrer Tätigkeit unterbrochen werden.
5. Geheimverbände und paramilitärische Vereinigungen sind verboten.

Artikel 23.  
1. Die Bürger haben das Recht, an den öffentlichen Angelegenheiten direkt oder durch in 

periodischen, allgemeinen Wahlen frei gewählte Vertreter teilzunehmen.
2. Ebenso haben sie das Recht, unter gleichen Bedingungen und gemäß den 

gesetzlichen Bestimmungen Zugang zu öffentlichen Ämtern und Funktionen zu nehmen.

Artikel 24.  
1. Jede Person hat bei der Ausübung ihrer legitimen Rechte und Interessen Anspruch auf 

wirksamen Schutz durch Richter und Gerichte. In keinem Fall darf es zu 
Verteidigungslosigkeit kommen.

2. Ebenso hat jedermann das Recht auf einen vom Gesetz bestimmten ordentlichen 
Richter, auf die Verteidigung und Vertretung durch einen Rechtsanwalt, auf Information über 
die gegen ihn vorliegende Anklage, auf einen öffentlichen Prozess ohne unzulässige 
Verzögerungen und mit allen Garantien, auf den Einsatz der für seine Verteidigung 
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angebrachten Beweismittel, auf die Weigerung, gegen sich selbst auszusagen und sich für 
schuldig zu erklären sowie auf die Vermutung der Unschuld.

Das Gesetz regelt die Fälle, in denen auf Grund der Verwandtschaft oder des 
Berufsgeheimnisses keine Verpflichtung zur Aussage über mutmaßliche Straftaten vorliegt.

Artikel 25.  
1. Niemand darf auf Grund von Taten oder Unterlassungen bestraft oder verurteilt 

werden, die zum Zeitpunkt ihrer Ausführung und gemäß der geltenden Gesetzgebung kein 
Delikt und keine Übertretung oder Verletzung von Verwaltungsbestimmungen darstellen.

2. Die Strafen, die in Freiheitsentzug bestehen, sowie die getroffenen 
Sicherheitsmaßnahmen müssen auf Umerziehung und soziale Wiedereingliederung 
ausgerichtet sein und dürfen nicht in Zwangsarbeit bestehen. Jeder zu einer Gefängnisstrafe 
Verurteilte, der diese verbüßt, genießt die in diesem KAPITEL vorgesehenen Grundrechte, 
mit Ausnahme derer, die ausdrücklich durch den Inhalt des Urteils, durch den Sinn der Strafe 
und die Strafanstaltsgesetze beschränkt werden. In jedem Fall hat er das Recht auf bezahlte 
Arbeit und auf die entsprechenden Leistungen der Sozialen Sicherheit sowie auf den Zugang 
zur Kultur und auf die Gesamtentwicklung seiner Persönlichkeit.

3. Die Zivilverwaltung darf weder direkt noch subsidiär Sanktionen auferlegen, die in 
Freiheitsentzug bestehen.

Artikel 26.  
Ehrengerichte sind im Bereich der Zivilverwaltung und der Berufsverbände unzulässig.

Artikel 27.  
1. Alle haben das Recht auf Erziehung. Die Freiheit des Unterrichts wird anerkannt.
2. Ziel der Erziehung ist die freie Entfaltung der Persönlichkeit des Menschen unter 

Achtung der demokratischen Prinzipien des Zusammenlebens und der Grundrechte und –
freiheiten.

3. Die öffentlichen Gewalten gewährleisten den Eltern das Recht auf die religiöse und 
moralische Erziehung ihrer Kinder, die mit ihren eigenen Überzeugungen übereinstimmt.

4. Die Grundschulausbildung ist obligatorisch und unentgeltlich.
5. Die öffentlichen Gewalten gewährleisten das Recht aller auf Erziehung mittels einer 

allgemeinen Lehrplanung, an der alle betroffenen Bereiche teilnehmen, sowie mittels der 
Errichtung von Lehranstalten.

6. Natürlichen und juristischen Personen wird die Freiheit anerkannt, unter Wahrung der 
Verfassungsgrundsätze Lehranstalten zu gründen.

7. Die Lehrer, Eltern und gegebenfalls die Schüler beteiligen sich gemäß den 
gesetzlichen Bestimmungen an der Kontrolle und Leitung aller mit öffentlichen Mitteln 
unterhaltenen staatlichen Lehranstalten.

8. Die öffentlichen Gewalten führen die Kontrolle und Ausgestaltung des Schulwesens 
durch, um die Erfüllung der Gesetze zu gewährleisten.

9. Die öffentlichen Gewalten unterstützen die Lehranstalten, welche die vom Gesetz 
festgelegten Bedingungen erfüllen.

10. Die Selbstverwaltung der Universitäten gemäß den Bestimmungen des Gesetzes 
wird anerkannt.

Artikel 28.  
1. Alle haben das Recht, sich frei einer Gewerkschaft anzuschließen. Die Ausübung 

dieses Rechtes durch die Streitkräfte oder militärischen Institutionen oder die übrigen der 
Militärdisziplin unterstehenden Einheiten kann durch Gesetz Einschränkungen oder 
Ausnahmen unterworfen werden. Das Gesetz regelt ebenso die Sonderbestimmungen zur 
Ausübung dieses Rechtes durch Angehörige des Öffentlichen Dienstes. Die 
Gewerkschaftsfreiheit schließt das Recht auf Gründung von Gewerkschaften und auf freien 
Anschluss an dieselben ein, sowie das Recht der Gewerkschaften, Konföderationen zu 
bilden und internationale Gewerkschaftsorganisationen zu gründen oder sich solchen 
anzuschließen. Niemand darf zum Eintritt in eine Gewerkschaft gezwungen werden.
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2. Das Recht der Arbeitnehmer auf Streik zur Verteidigung ihrer Interessen wird 
anerkannt. Das Gesetz zur Regelung der Ausübung dieses Rechtes wird die erforderlichen 
Garantien zur Sicherung der für die Gemeinschaft wesentlichen Dienste vorsehen.

Artikel 29.  
1. Alle Spanier haben das Recht, Petitionen schriftlich in der Form und mit der Wirkung, 

die das Gesetz vorsieht, individuell oder kollektiv vorzubringen.
2. Die Mitglieder der Streitkräfte, der Militärinstitute oder anderer der Militärdisziplin 

unterworfenen Einheiten dürfen dieses Recht nur individuell und gemäß ihren 
Sondergesetzen ausüben.

Abschnitt 2. Die Bürgerrechte und –pflichten

Artikel 30.  
1. Die Spanier haben das Recht und die Pflicht, Spanien zu verteidigen.
2. Das Gesetz wird die militärischen Pflichten der Spanier festsetzen und unter Wahrung 

der entsprechenden Garantien die Militärdienstverweigerung aus Gewissensgründen sowie 
alle anderen Ursachen der Wehrpflichtbefreiung regeln. Das Gesetz kann gegebenenfalls 
einen sozialen Ersatzdienst auferlegen.

3. Zur Erfüllung von Zielen, die im Interesse der Allgemeinheit liegen, kann ein Zivildienst 
eingerichtet werden.

4. Durch Gesetz können die Pflichten der Bürger bei schweren Risiken, Katastrophen 
oder öffentlichen Unglücksfallen geregelt werden.

Artikel 31.  
1. Alle tragen gemäß ihren wirtschaftlichen Möglichkeiten mittels eines gerechten und auf 

den Prinzipien der Gleichheit und Progression beruhenden Steuersystems, das in keinem 
Fall bis zur Beschlagnahme führen darf, zur Bestreitung der öffentlichen Lasten bei.

2. Die Staatsausgabe nimmt nach dem Grundsatz der Billigkeit eine Verteilung der 
öffentlichen Mittel vor, und ihre Planung und Ausführungen entsprechen den Kriterien der 
Wirksamkeit und Wirtschaftlichkeit.

3. Persönliche oder Vermögensleistungen öffentlichen Charakters dürfen nur auf Grund 
eines Gesetzes festgelegt werden.

Artikel 32.  
1. Mann und Frau haben das Recht, in voller Gleichberechtigung die Eheschließung zu 

begehen.
2. Das Gesetz wird die Formen der Ehe, das Alter und die Fähigkeit zur Eheschließung, 

die Rechte und Pflichten der Ehegatten, die Ursachen der Trennung und Auflösung und 
deren Wirkungen regeln.

Artikel 33.  
1. Das Recht auf Privateigentum und das Erbrecht werden anerkannt.
2. Die soziale Funktion dieser Rechte grenzt ihren Inhalt nach Maßgabe der Gesetze ab.
3. Niemand darf seiner Güter und seiner Rechte enteignetwerden, es sei denn aus 

gerechtfertigten Gründen des öffentlichen Nutzens oder des Interesses der Allgemeinheit 
sowie gegen entsprechende Entschädigung und nach Maßgabe der Gesetze.

Artikel 34.  
1. Das Stiftungsrecht für im Interesse der Allgemeinheit liegende Zwecke und gemäß 

dem Gesetz wird anerkannt.
2. Ebenso sind für Stiftungen die in Artikel 22, Abs. 2 und 4 festgelegten Bestimmungen 

gültig.
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Artikel 35.  
1. Alle Spanier haben die Pflicht zu arbeiten und das Recht auf Arbeit, auf die freie Wahl 

des Berufes oder Gewerbes, auf sozialen Aufstieg mittels der Arbeit und auf ausreichende 
Vergütung zur Deckung ihrer Bedürfnisse und derjenigen ihrer Familie. In keinem Fall darf es 
zu einer Diskriminierung auf Grund des Geschlechts kommen.

2. Das Gesetz wird ein Arbeitnehmerstatut vorsehen.

Artikel 36.  
Das Gesetz wird die Besonderheiten der Rechtsordnung der Berufskammern und die 

Ausübung der mit Titel versehenen Berufe regeln. Die interne Struktur und Arbeitsweise der 
Kammern müssen demokratisch sein.

Artikel 37.  
1. Das Gesetz gewährleistet das Recht auf kollektive Verhandlung zwischen den 

Vertretern der Arbeitnehmer und der Arbeitgeber sowie die Verbindlichkeit der getroffenen 
Abkommen.

2. Das Recht der Arbeitnehmer und Arbeitgeber auf kollektive Arbeitskonfliktmaßnahmen 
wird anerkannt. Das Gesetz zur Regelung der Ausübung dieses Rechtes wird ungeachtet 
eventueller Beschränkungen die erforderlichen Garantien zur Sicherung der für die 
Gemeinschaft wesentlichen Dienste vorsehen.

Artikel 38.  
Die Freiheit des Unternehmens im Rahmen der Marktwirtschaft wird anerkannt. Die 

öffentlichen Gewalten gewährleisten und schützen die Ausübung dieser Freiheit und die 
Verteidigung der Produktivität gemäß den Erfordernissen der allgemeinen Wirtschaft und 
gegebenenfalls der Planung.

KAPITEL III
Die Leitprinzipien der Sozial- und Wirtschaftspolitik

Artikel 39.  
1. Die öffentlichen Gewalten sichern der Familie einen sozialen, wirtschaftlichen und 

rechtlichen Schutz zu.
2. Die öffentlichen Gewalten sichern ebenso den vollen Schutz der Kinder, die ungeachtet 

ihrer Abstammung vor dem Gesetz gleich sind, und den der Mütter ohne Berücksichtigung 
ihres Zivilstandes zu. Das Gesetz wird die Nachprüfung der Vaterschaft ermöglichen.

3. Die Eltern müssen sowohl ihren ehelichen als auch ihren außerehelichen Kindern bis 
zu deren Volljährigkeit und in allen weiteren gesetzmäßig begründeten Fällen jede Art von 
Beistand gewähren.

4. Die Kinder genießen den in den internationalen Abkommen, welche die Wahrung ihrer 
Rechte zum Ziel haben, vorgesehenen Schutz.

Artikel 40.  
1. Die öffentlichen Gewalten sorgen im Rahmen einer wirtschaftlichen Stabilitätspolitik für 

die für den sozialen und wirtschaftlichen Fortschritt günstigen Voraussetzungen und eine 
gerechtere Verteilung des regionalen und persönlichen Einkommens. Ganz besonders führen 
sie eine auf die Vollbeschäftigung ausgerichtete Politik durch.

2. Die öffentlichen Gewalten fördern gleichfalls eine auf die Gewährleistung der 
Berufsausbildung und -umschulung zielende Politik; sie sorgen für Arbeitssicherheit und -
hygiene und garantieren die notwendige Ruhezeit durch Arbeitszeitbegrenzung sowie 
regelmäßigen bezahlten Urlaub und die Förderung entsprechender Erholungsstätten.
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Artikel 41.  
Die öffentlichen Gewalten unterhalten ein System der Sozialversicherung für alle Bürger, 

das im Bedarfsfalle ausreichenden Beistand und soziale Leistungen gewährleistet, 
insbesondere im Falle der Arbeitslosigkeit. Zusätzliche Leistungen sind frei.

Artikel 42.  
Der Staat überwacht besonders die Wahrung der wirtschaftlichen und sozialen Rechte 

der spanischen Arbeitnehmer im Ausland und richtet seine Politik auf deren Rückführung 
aus.

Artikel 43.  
1. Das Recht auf den Schutz der Gesundheit wird anerkannt.
2. Es obliegt den öffentlichen Gewalten, die Gesundheitsfürsorge mittels 

Präventivmaßnahmen und der erforderlichen Leistungen und Dienste zu organisieren und zu 
fördern. Das Gesetz bestimmt die diesbezüglichen Rechte und Pflichten aller.

3. Die öffentlichen Gewalten fördern die sanitäre Erziehung, die Leibeserziehung und den 
Sport sowie eine angebrachte Nutzung der Freizeit.

Artikel 44.  
1. Die öffentlichen Gewalten fördern und unterstützen den Zugang zur Kultur, auf den 

jedermann ein Recht hat.
2. Die öffentlichen Gewalten fördern die Wissenschaften sowie die wissenschaftliche und 

technische Forschung im Interesse der Allgemeinheit.

Artikel 45.  
1. Alle haben das Recht, eine der Entwicklung der Person förderliche Umwelt zu 

genießen sowie die Pflicht, sie zu erhalten.
2. Die öffentlichen Gewalten überwachen die rationelle Nutzung aller natürlichen 

Hilfsquellen mit dem Ziel, die Lebensqualität zu schützen und zu verbessern und die Umwelt 
zu verteidigen und wiederherzustellen. Dafür ist die Solidarität der Volksgemeinschaft 
unerlässliche Grundlage.

3. Das Gesetz sieht gegenüber denen, die gegen die Bestimmungen von Absatz 2 
verstoßen, Strafsanktionen oder gegebenenfalls von der Verwaltung auferlegte Sanktionen 
sowie die Pflicht zur Wiedergutmachung entstandenen Schadens vor.

Artikel 46.  
Die öffentlichen Gewalten gewährleisten die Pflege und fördern die Bereicherung des 

historischen, kulturellen und künstlerischen Erbes der Völker Spaniens und der darin 
enthaltenen Güter ungeachtet ihres Rechtsstatus und ihrer Trägerschaft. Das Strafgesetz 
verfolgt jeden Verstoß gegen dieses Kulturgut.

Artikel 47.  
Alle Spanier haben das Recht auf eine würdige und angemessene Wohnung. Die 

öffentlichen Gewalten fördern die notwendigen Voraussetzungen und setzen die 
entsprechenden Vorschriften für die Ausübung dieses Rechtes fest. Sie regeln 
die Bodennutzung im Interesse der Allgemeinheit und zur Verhinderung der Spekulation. Die 
Gemeinschaft ist am Mehrwert beteiligt, den die Städtebautätigkeit der öffentlichen 
Einrichtungen erzeugt.

Artikel 48.  
Die öffentlichen Gewalten fördern die Voraussetzungen für eine freie und wirksame 

Teilnahme der Jugend am politischen, sozialen, wirtschaftlichen und kulturellen Leben.
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Artikel 49.  
1. Menschen mit Behinderungen üben die in diesem Titel vorgesehenen Rechte unter 

den Bedingungen tatsächlicher und wirksamer Freiheit und Gleichstellung aus. Der 
erforderliche besondere Schutz für diese Ausübung wird gesetzlich geregelt.

2. Die öffentlichen Gewalten fördern eine Politik, die volle persönliche Autonomie und die 
soziale Inklusion von Menschen mit Behinderungen in allgemein zugänglichen Umgebungen 
sicherstellt. Zusätzlich unterstützen sie die Teilhabe ihrer Organisationen gemäß den 
gesetzlichen Bestimmungen. Den besonderen Bedürfnissen von Frauen und Minderjährigen 
mit Behinderungen wird dabei besondere Aufmerksamkeit gewidmet.

Artikel 50.  
Die öffentlichen Gewalten gewährleisten den Bürgern im vorgerückten Alter mittels 

angemessener und in regelmässigem Abstand angepasster Renten ein wirtschaftlich 
gesichertes Auskommen. Außerdem werden sie mittels eines Systems sozialer Leistungen, 
die sich auf ihre spezifischen Probleme auf den Gebieten der Gesundheit, Wohnung, Kultur 
und Muße richten, ungeachtet der familiären Verpflichtungen ihr Wohl fördern.

Artikel 51.  
1. Die öffentlichen Gewalten gewährleisten den Schutz der Verbraucher und Benutzer 

durch den Einsatz wirksamer Maßnahmen auf den Gebieten der Sicherheit, der Gesundheit 
und der Verteidigung der legitimen wirtschaftlichen Interessen derselben.

2. Die öffentlichen Gewalten fördern die Information und Erziehung der Verbraucher und 
Benutzer sowie ihre Organisationen; letztere werden in allen Fragen, die sie betreffen, nach 
Maßgabe des Gesetzes gehört.

3. Das Gesetz regelt im Rahmen der Bestimmungen von Absatz 1 und 2 den 
Binnenhandel und das System der Genehmigung von Handelsprodukten.

Artikel 52.  
Das Gesetz regelt die Berufsverbände, die sich für die Verteidigung der ihnen eigenen 

wirtschaftlichen Interesen einsetzen. Ihre innere Struktur und ihre Arbeitsweise müssen 
demokratisch sein.

KAPITEL IV
Die Garantien der Grundfreiheiten und –rechte

Artikel 53.  
1. Die im zweiten KAPITEL dieses Titels anerkannten Rechte und Freiheiten sind für alle 

öffentlichen Gewalten bindend. Nur durch Gesetz, das in jedem Fall ihr Grundgehalt achten 
muss, kann die Ausübung dieser Rechte und Freiheiten geregelt werden, die gemäß den 
Bestimmungen von Art. 161, 1 a) geschützt sind.

2. Jeder Bürger kann mittels eines auf dem Vorzugs- und Schnelligkeitsprinzip 
beruhenden Verfahrens vor den ordentlichen Gerichten und gegebenfaIIs mittels einer 
Verfassungsbeschwerde (recurso de amparo) vor dem Verfassungsgericht um den 
Schutz der in Art. 14 und dem ersten Teil des zweiten KAPITELs anerkannten Freiheiten und 
Rechte ersuchen. Letztere Beschwerde ist auf die in Art. 30 anerkannte 
Wehrpflichtverweigerung aus Gewissensgründen anwendbar.

3. Die Anerkennung und Achtung sowie der Schutz der in kapitel III anerkannten 
Prinzipien liegen der positiven Gesetzgebung, der Rechtspraxis und dem Verhalten der 
öffentlichen Gewalten zugrunde. Sie können vor der ordentlichen Gerichtsbarkeit nur nach 
Maßgabe der diesbezüglichen Gesetze geltend gemacht werden.

Artikel 54.  
Durch ein Organgesetz wird die Einrichtung des Volksverteidigers (Defensor del pueblo) 

geregelt, der als hoher Beauftragter der Cortes Generales von diesen zur Verteidigung der in 
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diesem Titel enthaltenen Rechte ernannt wird, und der zu diesem Zweck die Tätigkeit der 
Verwaltung überwachen kann und den Cortes Generales darüber Bericht zu erstatten hat.

KAPITEL V
Die Aufhebung der Rechte und Freiheiten

Artikel 55.  
1. Die in Art. 17, 18, Abs. 2 und 3, Art. 19, 20, Abs. 1 a) und d), und 5, Art. 21, 28, Abs. 2 

und Art. 37, Abs. 2 anerkannten Rechte können aufgehoben werden, wenn die Erklärung des 
Ausnahme– oder Belagerungszustandes gemäß der in der Verfassung vorgesehenen 
Verfahrensweise beschlossen wird. Art. 17, Abs. 3 wird von dieser Bestimmung für den Fall 
der Erklärung des Ausnahmezustandes ausgenommen.

2. Ein Organgesetz kann die Art und Weise und die Fälle festlegen, in denen es für 
bestimmte Personen im Zusammenhang mit Nachforschungen bezüglich der Aktivitäten 
bewaffneter Gruppen oder Terrorelementen individuell und unter der erforderlichen 
gerichtlichen Intervention sowie der angebrachten parlamentarischen Kontrolle zu einer 
Aufhebung der in Art. 17,2 und 18,2 und 3 anerkannten Rechte kommt.

Die ungerechtfertigte oder missbräuchliche Ausübung der kraft dieses Organgesetzes 
zugestandenen Befugnisse führt als Verletzung der von den Gesetzen anerkannten Rechte 
und Freiheiten zu strafrechtlicher Haftung.

TITEL II
Die Krone

Artikel 56.  
1. Der König ist Oberhaupt des Staates, Symbol seiner Einheit und Beständigkeit. Er 

überwacht und lenkt als Schiedsrichter den regelmäßigen Gang der Institutionen, übernimmt 
die höchste Vertretung des spanischen Staates auf dem Gebiet der internationalen 
Beziehungen, besonders mit den Nationen, die mit Spanien eine historische Gemeinschaft 
bilden, und übt die Funktionen aus, die ihm die Verfassung und die Gesetze ausdrücklich 
zuschreiben.

2. Er trägt den Titel König von Spanien und kann die übrigen der Krone zustehenden Titel 
benutzen.

3. Die Person des Königs ist unverletzlich und an keine Verantwortung gebunden. Die 
Akte des Königs werden stets in der in Art. 64 vorgesehenen Form gegengezeichnet und 
sind ohne diese Gegenzeichnung ungültig, mit Ausnahme der in Art. 65, 2 enthaltenen 
Bestimmung.

Artikel 57.  
1. Die Krone Spaniens wird an die Nachfolger Seiner Majestät Juan Carlos I de Borbón, 

legitimer Erbe der historischen Dynastie, vererbt. Die Thronfolge richtet sich nach der 
gewöhnlichen Ordnung der Erstgeburt und Vertretung; hierbei ist die frühere der späteren 
Linie vorzuziehen, innerhalb derselben Linie der nähere dem ferneren Grad, innerhalb 
dersselben Grades der männliche dem weiblichen Thronfolger und innerhalb desselben 
Geschlechtes die ältere der jüngeren Person.

2. Der Kronprinz führt von seiner Geburt oder von dem Zeitpunkt an, in dem die 
Gegebenheiten seine Berufung veranlassen, den Titel Prinz von Asturien sowie alle weiteren 
Titel, die traditionsgemäß dem Anwärter auf den Thron von Spanien zustehen.

3. Im Falle des Erlöschens aller zu Recht erkannten Linien sehen die Cortes Generales 
die Art der Thronfolge vor, die die Interessen Spaniens am besten wahrt.

4. Die Personen, welche Anrecht auf die Thronfolge haben und gegen das ausdrückliche 
Verbot des Königs und der Cortes Generales eine Ehe schließen, werden von der 
Anwartschaft auf die Krone ausgeschlossen. Dies gilt für sie selbst und für ihre Nachfolger.
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5. Abdankungen, Verzichte und jede Art von Zweifeln, die de facto oder de jure innerhalb 
der Anwartschaft auf die Krone auftreten können, werden durch ein Organgesetz 
entschieden.

Artikel 58.  
Die Gemahlin des Königs oder der Prinzgemahl dürfen keine verfassungsmäßigen 

Aufgaben wahrnehmen, mit Ausnahme der für die Regentschaft vorgesehenen 
Bestimmungen.

Artikel 59.  
1. Im Falle der Minderjährigkeit des Königs übernehmen gemäß der in der Verfassung 

vorgesehenen Ordnung unverzüglich der Vater oder die Mutter des Königs oder, im 
Ermangelung dieser Personen, der in der Thronfolge nächststehende volljährige Verwandte 
die Regentschaft und üben sie während der Minderjährigkeitsdauer des Königs aus.

2. Im Falle der Untauglichkeit des Königs für die Ausübung seines Amtes und der 
Anerkennung dieses Unvermögens durch die Cortes Generales übernimmt der Kronprinz 
unverzüglich die Regentschaft, sofern er volljährig ist. Wenn er es nicht ist, wird auf die in 
Absatz 1 vorgesehene Art und Weise verfahren, bis der Kronprinz die Volljährigkeit erreicht 
hat.

3. Falls es keine Person gibt, der die Regentschaft zusteht, wird diese von den Cortes 
Generales ernannt; diese Regentschaft kann aus einer, drei oder fünf Personen bestehen.

4. Für die Ausübung der Regentschaft ist es erforderlich, Spanier und volljährig zu sein.
5. Die Regentschaft wird auf Grund eines Verfassungsmandats und stets im Namen des 

Königs ausgeübt.

Artikel 60.  
1. Vormund des minderjährigen Königs ist die Person, die der verstorbene König in 

seinem Testament ernannt hat, vorausgesetzt, dass dieser Vormund volljährig und von 
Geburt Spanier ist. Im Falle der Nichternennung übernehmen der Vater oder die Mutter die 
Vormundschaft, solange sie im Witwenstand verbleiben. In Ermangelung derselben ernennen 
die Cortes Generales den Vormund; jedoch können nur der Vater, die Mutter oder die 
direkten Vorfahren des Königs gleichzeitig das Amt des Regenten und des Vormundes 
einnehmen.

2. Die Ausübung der Vormundschaft ist ebenfalls unvereinbar mit jedem politischen Amt 
oder jeder politischen Vertretung.

Artikel 61.  
1. Der König schwört bei seiner Proklamation vor den Cortes Generales den Eid auf die 

getreue Ausübung seines Amtes, auf die Einhaltung sowie den Einsatz für die Wahrung der 
Verfassung und der Gesetze und auf die Achtung der Rechte der Bürger und der Autonomen 
Gemeinschaften.

2. Der Kronprinz schwört bei Erreichen der Volljährigkeit und der Regent oder die 
Regenten schwören bei Übernahme ihres Amtes denselben Eid sowie den der Treue 
gegenüber dem König.

Artikel 62.  
Dem König obliegt es,
a) die Gesetze zu billigen und zu erlassen;
b) die Cortes Generales einzuberufen und aufzulösen und gemäß den von der 

Verfassung vorgesehenen Bestimmungen Wahlen anzusetzen;
c) eine Volksabstimmung in den von der Verfassung vorgesehenen Fällen einzuberufen;
d) den Kandidaten für das Amt des Regierungspräsidenten vorzuschlagen und ihn 

gegebenenfalls zu ernennen sowie ihn nach Massgabe der Verfassung des Amtes zu 
entheben;
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e) die Mitglieder der Regierung auf Vorschlag des Präsidenten zu ernennen und zu 
entlassen;

f) die im Ministerrat beschlossenen Dekrete zu erlassen, die zivilen und militärischen 
Ämter zu erteilen sowie in Übereinstimmung mit den Gesetzen Ehrenbeweise und 
Auszeichnungen zu verleihen;

g) über die Staatsangelegenheiten informiert zu sein und zu diesem Zweck auf Antrag 
des Regierungspräsidenten, und wenn es ihm angebracht erscheint, die Sitzungen des 
Ministerrates zu präsidieren;

h) die oberste Befehlsgewalt über die Streitkräfte auszuüben;
i) von dem Begnadigungsrecht gemäß dem Gesetz Gebrauch zu machen; letzteres kann 

keine allgemeinen Gnadenerlasse genehmigen.
j) die Schirmherrschaft über die Königlichen Akademien zu übernehmen.

Artikel 63.  
1. Der König akkreditiert die Botschafter und anderen diplomatischen Vertreter. Die 

ausländischen Vertreter in Spanien sind vor ihm akkreditiert.
2. Dem König obliegt es gemäß der Verfassung und den Gesetzen die Zustimmung des 

Staates zu internationalen Verpflichtungen mittels Verträgen zum Ausdruck zu bringen.
3. Dem König obliegt es nach Einholung der Genehmigung der Cortes Generales, den 

Krieg zu erklären und Frieden zu schließen.

Artikel 64.  
1. Die Akte des Königs werden vom Regierungspräsidenten und gegebenenfalls von den 

zuständigen Ministern gegengezeichnet. Der Vorschlag und die Ernennung des 
Regierungspräsidenten sowie die in Artikel 99 vorgesehene Auflösung werden vom 
Präsidenten des Kongresses gegengezeichnet.

2. Die Verantwortung für die Akte des Königs liegt bei den gegenzeichnenden Personen.

Artikel 65.  
1. Der König erhält aus dem Staatshaushalt eine Pauschalsumme für den Unterhalt 

seiner Familie und den des Königshauses. Er verfügt frei über diese Summe.
2. Der König ernennt und entlässt frei die zivilen und militärischen Mitglieder seines 

Hauses.

TITEL III
Die Cortes Generales

KAPITEL I
Die Kammern

Artikel 66.  
1. Die Cortes Generales vertreten das spanische Volk und setzen sich aus dem Kongress 

der Abgeordneten und dem Senat zusammen.
2. Die Cortes Generales üben die gesetzgebende Gewalt des Staates aus, bewilligen 

den Staatshaushalt, kontrollieren die Regierungstätigkeit und haben alle weiteren 
Zuständigkeiten inne, die ihnen die Verfassung zuweist.

3. Die Cortes Generales sind unverletzlich.

Artikel 67.  
1. Niemand kann gleichzeitig Mitglied beider Kammern sein oder den Sitz in einer 

Abgeordnetenversammlung einer Autonomen Gemeinschaft mit dem des Abgeordneten im 
Kongress verbinden.

2. Die Mitglieder der Cortes Generales sind nicht durch ein Zwangsmandat gebunden.
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3. Versammlungen von Parlamentariern, die ohne ordentliche Einberufung abgehalten 
werden, sind für die Kammern nicht bindend und können weder deren Funktionen erfüllen 
noch ihre Privilegien genießen.

Artikel 68.  
1. Der Kongress besteht aus mindestens 300 und höchstens 400 Abgeordneten, die in 

allgemeiner, freier, gleicher, direkter und geheimer Wahl gemäß dem Gesetz gewählt werden.
2. Wahlkreis ist die Provinz. Die Bevölkerungen von Ceuta und Melilla sind durch je einen 

Abgeordneten vertreten. Die Verteilung der Gesamtzahl der Abgeordneten erfolgt gemäß 
Gesetz; jedem Wahlkreis steht eine ursprüngliche Mindestvertretung zu, und die Aufteilung 
der übrigen Abgeordneten erfolgt im Verhältnis zur Bevölkerungszahl.

3. Die Wahl wird in jedem Wahlkreis unter Beachtung von Verhältniswahlkriterien 
durchgeführt.

4. Der Kongress wird auf vier Jahre gewählt. Das Abgeordnetenmandat läuft vier Jahre 
nach der Wahl oder am Tage der Auflösung der Kammer ab.

5. Wahlberechtigt und wählbar sind alle Spanier, die im Vollbesitz ihrer politischen Rechte 
sind.

Die Ausübung des Wahrechtes seitens der Spanier, die sich ausserhalb des 
Staatsgebietes Spaniens befinden, wird vom Gesetz anerkannt und vom Staat ermöglicht.

6. Die Wahlen finden zwischen dreißig und sechzig Tagen nach Beendigung des 
Mandates statt.

Der neugewählte Kongress muss innerhalb von 25 Tagen nach Abhaltung der Wahlen zu 
seiner ersten Sitzung einberufen werden.

Artikel 69.  
1. Der Senat ist die Kammer, welche die territoriale Vertretung innehat.
2. In jeder Provinz wählen die Stimmberechtigten in allgemeiner, freier, gleicher, direkter 

und geheimer Wahl gemäß einem Organgesetz jeweils vier Senatoren.
3. In den Inselprovinzen bildet jede Insel oder Inselgruppe, die über einen Cabildo Insular 

oder einen Inselrat verfügt, einen Wahlkreis zum Zwecke der Senatorenwahl; den großen 
Inseln, Gran Canaria, Mallorca und Tenerife, stehen je drei Senatoren und folgenden Inseln 
oder Inselgruppen jeweils einer zu: Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerteventura, Gomera, 
Hierro, Lanzarote und La Palma.

4. Die Bevölkerungen von Ceuta und Melilla wählen je zwei Senatoren.
5. Die Autonomen Gemeinschaften ernennen außerdem einen Senator sowie einen 

weiteren pro Million Einwohner ihres entsprechenden Gebietes. Die Ernennung obliegt der 
gesetzgebenden Versammlung oder, in Ermangelung derselben, dem obersten 
Kollegialorgan der Autonomen Gemeinschaft, und zwar gemäß den Statuten, die in jedem 
Fall die angemessene Verhältniswahl gewährleisten.

6. Der Senat wird auf vier Jahre gewählt. Das Mandat der Senatoren läuft vier Jahre nach 
ihrer Wahl oder am Tag der Auflösung der Kammer ab.

Artikel 70.  
1. Das Wahlgesetz legt die Gründe für die Unwählbarkeit und Unvereinbarkeit von 

Abgeordneten und Senatoren nieder, die in jedem Fall die folgenden Personen betreffen:
a) die Mitglieder des Verfassungsgerichtes;
b) die hohen Beamten der Staatsverwaltung, gemäß dem Gesetz und mit Ausnahme der 

Regierungsmitglieder;
c) den Volksverteidiger;
d) die aktiv tätigen Richter und Staatsanwälte;
e) die aktiv tätigen Berufsmilitärangehörigen und Mitglieder der Sicherheitskräfte und –

einheiten und der Polizei;
f) die Mitglieder der Wahlausschüsse.
2. Die Gültigkeit der Vollmachts- und Ernennungsurkunden der Mitglieder beider 

Kammern unterliegt gemäß den Bestimmungen des Wahlgesetzes der richterlichen Kontrolle.
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Artikel 71.  
1. Die Abgeordneten und Senatoren genießen Unverletzlichkeit bezüglich der während 

ihrer Amtsperiode geäußerten Meinungen.
2. Ebenso genießen die Abgeordneten und Senatoren während ihrer Mandatszeit 

Immunität und dürfen nur bei Begehung eines in flagranti festgestellten Vergehens 
festgenommen werden. Sie dürfen nur mit vorheriger Genehmigung der entsprechenden 
Kammer beschuldigt oder gerichtlich verfolgt werden.

3. Strafverfahren gegen Abgeordnete und Senatoren fallen unter die Zuständigkeit der 
Strafkammer des Obersten Gerichtshofes.

4. Die Abgeordneten und Senatoren erhalten eine Zuwendung, die von den 
entsprechenden Kammern festgesetzt wird.

Artikel 72.  
1. Die Kammern setzen ihre eigene Geschäftsordnung fest, verabschieden autonom 

ihren Haushaltsplan und regeln in gemeinsamem Einvernehmen die Personalordnung der 
Cortes Generales. Die Geschäftsordnungen sowie ihre Änderung werden in ihrer Gesamtheit 
einer abschließenden Wahl unterzogen, bei welcher die absolute Mehrheit erforderlich ist.

2. Die Kammern wählen ihren jeweiligen Präsidenten und die weiteren Mitglieder ihrer 
Präsidien. Bei gemeinsamen Sitzungen führt der Präsident des Kongresses den Vorsitz; 
diese Sitzungen verlaufen gemäß einer mit absoluter Mehrheit jeder der Kammern gebilligten 
Geschäftsordnung der Cortes Generales.

3. Die Präsidenten der Kammern üben im Namen derselben das Hausrecht und die 
Polizeigewalt in ihren jeweiligen Gebäuden aus.

Artikel 73.  
1. Die Kammern halten jährlich zwei ordentliche Sitzungsperioden ab: die erste von 

September bis Dezember und die zweite von Februar bis Juni.
2. Die Kammern können auf Verlangen der Regierung, des Ständigen Ausschusses oder 

der absoluten Mehrheit der Mitglieder jedweder Kammer außerordentliche Sitzungsperioden 
abhalten. Diese außerordentlichen Sitzungsperioden müssen auf Grund einer bestimmten 
Tagesordnung einberufen werden, nach deren Behandlung sie für beendet erklärt werden.

Artikel 74.  
1. Die Kammern halten für die Wahrnehmung der nicht gesetzgebenden Kompetenzen, 

die Titel II den Cortes Generales ausdrücklich zuschreibt, gemeinsame Sitzungen ab.
2. Die in Artikel 94, 1, 145, 2 und 158, 2 vorgesehenen Beschlüsse der Cortes Generales 

werden mit der Mehrheit jeder der Kammern gefasst. Im ersten Fall leitet der Kongress und in 
den beiden anderen der Senat das Verfahren ein. In beiden Fällen wird bei fehlender 
Übereinstimmung zwischen Senat und Kongress versucht, diese mittels eines aus der 
gleichen Anzahl von Abgeordneten und Senatoren zusammengesetzten Ausschusses zu 
erzielen. Der Ausschuss legt einen Text vor, über den beide Kammern abstimmen. Wenn er 
in der aufgesetzten Form nicht gebilligt wird, so entscheidet der Kongress mit absoluter 
Mehrheit.

Artikel 75.  
1. Die Kammern üben ihr Amt im Plenum und in den Ausschüssen aus.
2. Die Kammern können die Annahme von Gesetzesentwürfen oder Gesetzesvorlagen 

den ständigen gesetzgebenden Ausschüssen übertragen. Das Plenum kann jedoch jederzeit 
eine Debatte und Abstimmung über einen Entwurf oder einen Antrag fordern, die 
Gegenstand dieser Übertragung gewesen sind.

3. Ausgenommen von den in abschnitt 2 vorgesehenen Bestimmungen sind die 
Verfassungsänderungen, internationale Fragen, Organ– und Rahmengesetze sowie der 
Staatshaushalt.
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Artikel 76.  
1. Der Kongress und der Senat und gegebenenfalls beide Kammern gemeinsam können 

Untersuchungsausschüsse über Angelegenheiten von öffentlichem Interesse einsetzen. Die 
Ergebnisse sind für die Gerichte nicht bindend und haben keinen Einfluss auf richterliche 
Beschlüsse, ungeachtet der Mitteilung der Untersuchungsergebnisse an die 
Staatsanwaltschaft zwecks Einleitung entsprechender Schritte, falls diese begründet sind.

2. Es ist Pflicht, auf Ersuchen der Kammern zu erscheinen. Das Gesetz regelt die 
Sanktionen, die wegen Nichterfüllung dieser Pflicht auferlegt werden können.

Artikel 77.  
1. Die Kammern können individuelle und Kollektivpetitionen, die stets schriftlich 

vorzubringen sind, entgegennehmen; die direkte Eingabe mittels Bürgerkundgebung ist 
unzulässig.

2. Die Kammern können die eingehenden Petitionen an die Regierung weiterleiten. Die 
Regierung ist verpflichtet, jederzeit eine Erklärung über ihren Inhalt abzugeben, wenn die 
Kammern dies verlangen.

Artikel 78.  
1. Jede Kammer verfügt über einen Ständigen Ausschuss (Diputación Permanente), der 

sich mindestens aus einundzwanzig Mitgliedern zusammensetzt, welche die Fraktionen im 
Verhältnis zu deren Mitgliederzahl vertreten.

2. Jedem Ständigen Ausschuss steht der Präsident der entsprechenden Kammer vor. Die 
Aufgaben des jeweiligen Ständigen Ausschusses sind die in Artikel 73 enthaltenen sowie 
diejenigen der übernahme der gemäß Artikel 86 und 116 den Kammern zustehenden 
Befugnisse für den Fall ihrer Auflösung oder des Ablaufs ihres Mandates und die der 
Wahrung der Vollmachten der Kammern, wenn letztere keine Sitzungen abhalten.

3. Die Ständigen Ausschüsse üben nach Ablauf des Mandates oder im Falle der 
Auflösung der Cortes ihr Amt bis zur Konstituierung der neuen Cortes Generales aus.

4. In den Sitzungen der entsprechenden Kammer berichtet der Ständige Ausschuss über 
die behandelten Angelegenheiten und seine Beschlüsse.

Artikel 79.  
1. Zur Beschlussfassung müssen die Kammern ordnungsgemäß und unter Teilnahme der 

Mehrheit der Mitglieder zusammengetreten sein.
2. Die Mehrheit der anwesenden Mitglieder muss den Beschlüssen zustimmen, damit 

diese gültig sind, ungeachtet der Sondermehrheiten, die von der Verfassung oder den 
Organgesetzen vorgesehen sind, und denen, welche die Geschäftsordnung der jeweiligen 
Kammer für die Personenwahl bestimmt.

3. Die Stimme der Senatoren und Abgeordneten ist persönlich und nicht übertragbar.

Artikel 80.  
Die Vollversammlungen der Kammern sind öffentlich, es sei denn, dass die jeweilige 

Kammer mit absoluter Mehrheit und gemäß der Geschäftsordnung einen gegenteiligen 
Beschluss fasst.

KAPITEL II
Die Ausarbeitung der Gesetze

Artikel 81.  
1. Organgesetze sind solche Gesetze, die sich auf die Entwicklung der Grundrechte und 

der öffentlichen Freiheiten beziehen, solche, die die Autonomiestatuten und das allgemeine 
Wahlsystem billigen, sowie die übrigen Gesetze, die in der Verfassung vorgesehen sind.

2. Die Billigung, Änderung oder Aufhebung der Organgesetze erfordert die absolute 
Mehrheit des Kongresses bei einer endgültigen Abstimmung über den Gesamtentwurf.
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Artikel 82.  
1. Die Cortes Generales können der Regierung die Befugnis erteilen, Normen mit 

Gesetzesrang über bestimmte in Artikel 81 nicht enthaltene Materien zu erlassen.
2. Die Gesetzgebungsermächtigung muss mittels eines Rahmengesetzes erfolgen, wenn 

es sich um die Abfassung von Texten in Artikeln handelt, oder mittels eines ordentlichen 
Gesetzes, wenn es um die Zusammenlegung verschiedener Rechtstexte zu einem einzigen 
geht.

3. Die Gesetzgebungsermächtigung muss der Regierung ausdrücklich für konkrete 
Sachgebiete und unter Angabe der für die Ausführung festgesetzten Frist übertragen werden. 
Die Ermächtigung erlischt, sobald die Regierung die entsprechende Norm veröffentlicht hat. 
Sie darf nicht als stillschweigend oder als auf unbegrenzte Zeit erteilt verstanden werden. Sie 
erlaubt ebensowenig eine Weiterübertragung an behördliche Instanzen, die nicht mit der 
Regierung identisch sind.

4. Die Rahmengesetze grenzen das Ziel und die Reichweite der 
Gesetzgebungsermächtigung sowie die Grundsätze und Kriterien, denen bei ihrem Gebrauch 
zu folgen ist, genau ab.

5. Die Genehmigung für die Zusammenlegung von Rechtstexten bestimmt den 
normativen Bereich, auf den sich der Inhalt der Ermächtigung bezieht, und legt im 
Besonderen fest, ob sie sich auf die blosse Formulierung eines einzigen Textes erstreckt 
oder ob sie auch die Regelung, Klärung und Harmonisierung der Rechtstexte einschließt, die 
zusammenzulegen sind.

6. Unbeschadet der Zuständigkeit der Gerichte können die Ermächtigungsgesetze in 
jedem Fall zusätzliche Kontrollmöglichkeiten festlegen.

Artikel 83.  
Die Rahmengesetze dürfen in keinem Fall:
a) eine Abänderung des Rahmengesetzes selbst billigen,
b) die Befugnis für den Erlass von rückwirkenden Normen erteilen.

Artikel 84.  
Wenn eine Gesetzesvorlage oder ein Abänderungsantrag im Gegensatz zu einer in Kraft 

befindlichen Gesetzgebungsermächtigung steht, ist die Regierung befugt, sich der 
Behandlung derselben zu widersetzen. In diesem Fall kann eine Gesetzesvorlage über die 
völlige oder teilweise Aufhebung des Ermächtigungsgesetzes eingereicht werden.

Artikel 85.  
Die Verfügungen der Regierung, die eine delegierte Gesetzgebung beinhalten, werden 

als gesetzgebende Verordnungen (Decretos legislativos) bezeichnet.

Artikel 86.  
1. Im Falle einer außerordentlichen und dringenden Notwendigkeit kann die Regierung 

provisorische gesetzgebende Verfügungen in Form von Gesetzesverordnungen (Decretos-
leyes) erlassen, die sich jedoch nicht auf die Ordnung der grundlegenden Institutionen des 
Staates, auf die in Titel 1 geregelten Rechte, Pflichten und Freiheiten der Bürger, auf die 
Ordnung der Autonomen Gemeinschaften oder auf das allgemeine Wahlrecht beziehen 
dürfen.

2. Die Gesetzesverordnungen müssen unverzüglich dem Kongress vorgelegt werden, der 
hierzu einberufen wird, sofern er sich nicht in einer Sitzungsperiode befindet, und müssen 
innerhalb von 30 Tagen nach ihrer Verkündigung einer Debatte und Gesamtabstimmung 
unterworfen werden. Der Kongress muss sich innerhalb dieser Frist ausdrücklich über die 
Bestätigung oder Aufhebung äußern. Zu diesem Zweck sieht die Geschäftsordnung ein 
summarisches Sonderverfahren vor.

3. Innerhalb der in Absatz 2 festgesetzten Frist können die Cortes die 
Gesetzesverordnungen im Eilverfahren wie Gesetzesentwürfe behandeln.
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Artikel 87.  
1. Die Gesetzesinitiative steht gemäß der Verfassung und den Geschäftsordnungen 

beider Kammern der Regierung, dem Kongress und dem Senat zu.
2. Die Versammlungen der Autonomen Gemeinschaften können die Regierung um die 

Annahme eines Gesetzesentwurfes ersuchen oder dem Präsidium des Kongresses eine 
Gesetzesvorlage einreichen und maximal drei Mitglieder der Versammlung mit der 
Verteidigung derselben vor dieser Kammer beauftragen.

3. Ein Organgesetz regelt die Formen der Durchführung und die Voraussetzungen der 
Volksinitiative zur Einreichung von Gesetzesvorlagen. In jedem Fall ist eine Mindestzahl von 
500.000 beglaubigten Unterschriften erforderlich. In den durch Organgesetz zu regelnden 
Materien, in Steuersachen und internationalen Fragen sowie bezüglich des 
Begnadigungsrechts ist eine Volksinitiative nicht zulässig.

Artikel 88.  
Die Gesetzesentwürfe werden vom Ministerrat gebilligt, der sie zusammen mit einer 

Begründung und der Darstellung aller Gegebenheiten, die für eine Äusserung hierzu 
erforderlich sind, dem Kongress vorlegt.

Artikel 89.  
1. Die Geschäftsordnungen der Kammern regeln die Behandlung der Gesetzesvorlagen, 

ohne dass die den Gesetzesentwürfen zustehende Priorität die Ausübung der in Artikel 87 
geregelten Gesetzesinitiative verhindert.

2. Die Gesetzesvorlagen, die der Senat gemäss Artikel 87 berücksichtigt, werden dem 
Kongress zur Behandlung als solche zugestellt.

Artikel 90.  
1. Nach der Annahme des Entwurfs eines ordentlichen Gesetzes oder eines 

Organgesetzes durch den Kongress setzt der Präsident desselben unverzüglich den 
Senatspräsidenten darüber in Kenntnis, welcher den Text dem Senat zur Beratung vorlegt.

2. Im Zeitraum von zwei Monaten nach Erhalt des Textes kann der Senat mittels einer 
begründeten Erklärung sein Veto einlegen oder Änderungsanträge einbringen. Der Entwurf 
kann dem König nicht zur Billigung vorgelegt werden, ohne dass der Kongress im Falle eines 
Vetos den ursprünglichen Text mit absoluter Mehrheit oder nach Ablauf von zwei Monaten 
nach der Einlegung desselben mit einfacher Mehrheit ratifiziert oder sich über die mit 
einfacher Mehrheit beschlossene Annahme oder Ablehnung der Änderungen geäußert hat.

3. Bei den von der Regierung oder dem Kongress als dringlich erklärten Entwürfen wird 
die Frist von zwei Monaten, über die der Senat zur Einlegung eines Vetos oder eines 
Änderungsantrags verfügt, auf zwanzig Tage verkürzt.

Artikel 91.  
Der König billigt in einem Zeitraum von fünfzehn Tagen die von den Cortes Generales 

verabschiedeten Gesetze, verkündet sie und ordnet ihre unverzügliche Veröffentlichung an.

Artikel 92.  
1. Politische Entscheidungen von besonderer Tragweite können einer beratenden 

Volksabstimmung unterworfen werden.
2. Die Volksabstimmung wird nach vorheriger Genehmigung seitens des Kongresses auf 

Vorschlag des Regierungspräsidenten vom König einberufen.
3. Ein Organgesetz regelt die Voraussetzungen und die Verfahrensweise der 

verschiedenen Arten von Volksabstimmung, die in dieser Verfassung vorgesehen sind.
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KAPITEL III
Die internationalen Verträge

Artikel 93.  
Durch Organgesetz kann der Abschluss von Verträgen genehmigt werden, durch die 

einer internationalen Organisation oder Institution die Ausübung von aus der Verfassung 
abgeleiteten Kompetenzen zugestanden wird. Die Gewährleistung der Erfüllung dieser 
Verträge und der von den internationalen oder supranationalen Organen, die Träger der 
abgetretenen Kompetenzen sind, ausgehenden Resolutionen obliegt je nach Fall den Cortes 
Generales oder der Regierung.

Artikel 94.  
1. Die Gewährung oder Zustimmung des Staates zur Bindung durch Verträge oder 

Abkommen bedarf in folgenden Fällen der vorherigen Genehmigung seitens der Cortes 
Generales:

a) Verträge politischen Inhalts;
b) Verträge oder Abkommen militärischen Charakters;
c) Verträge oder Abkommen, welche die territoriale Integrität des Staates oder die in Titel 

1 festgelegten Grundrechte und –pflichten berühren;
d) Verträge oder Abkommen, die Verpflichtungen für die öffentlichen Finanzen 

einschließen;
e) Verträge oder Abkommen, welche die Änderung oder Aufhebung eines Gesetzes 

voraussetzen, oder solche, für deren Durchführung legislative Maßnahmen erforderlich sind.
2. Der Kongress und der Senat werden unverzüglich über den Abschluss der übrigen 

Verträge oder Abkommen informiert.

Artikel 95.  
1. Der Abschluss eines internationalen Vertrages, der verfassungswidrige Bestimmungen 

enthält, bedarf der vorherigen Revision der Verfassung.
2. Die Regierung oder beide Kammern können das Verfassungsgericht auffordern, eine 

Erklärung darüber abzugeben, ob dieser Widerspruch besteht oder nicht.

Artikel 96.  
1. Gültig abgeschlossene internationale Verträge werden nach ihrer offiziellen 

Veröffentlichung in Spanien Teil der innerstaatlichen Rechtsordnung. Ihre Verfügungen 
können nur in der von den Verträgen selbst vorgesehenen Form oder gemäss den 
allgemeinen Regeln des Völkerrechts aufgehoben, suspendiert oder abgeändert werden.

2. Für die Kündigung der internationalen Verträge und Abkommen gilt das gleiche 
Verfahren, das in Artikel 95 für deren Billigung vorgesehen ist.

TITEL IV
Regierung und Verwaltung

Artikel 97.  
Die Regierung leitet die Innen -und Außenpolitik, die Zivil– und Militärverwaltung und die 

Verteidigung des Staates. Ihr obliegt die exekutive Funktion und die Verordnungsgewalt 
gemäss der Verfassung und den Gesetzen.

Artikel 98.  
1. Die Regierung setzt sich aus dem Präsidenten, gegebenenfalls den Vizepräsidenten, 

den Ministern und den weiteren vom Gesetz bestimmten Mitgliedern zusammen.
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2. Der Präsident leitet die Regierungsgeschäfte und koordiniert die Funktionen der 
übrigen Regierungsmitglieder ungeachtet der direkten Zuständigkeit und Verantwortung 
dieser für ihre Tätigkeit.

3. Die Regierungsmitglieder können nur die repräsentativen Aufgaben ausführen, die sich 
aus dem parlamentarischen Mandat ergeben. Sie dürfen keine andere nicht aus ihrem Amt 
abgeleitete öffentliche Funktion noch irgendeine berufliche oder kaufmännische Tätigkeit 
ausüben.

4. Das Gesetz regelt das Statut und die Unvereinbarkeiten der Regierungsmitglieder.

Artikel 99.  
1. Nach jeder Neuwahl des Kongresses der Abgeordneten und in allen übrigen 

verfassungsmäßig begründeten Fällen schlägt der König nach Rücksprache mit den 
Repräsentanten, die von den im Parlament vertretenen politischen Fraktionen ernannt sind, 
über den Präsidenten des Kongresses einen Kandidaten für das Amt des 
Regierungspräsidenten vor.

2. Der gemäß Absatz 1 vorgeschlagene Kandidat trägt dem Kongress der Abgeordneten 
das politische Programm der von ihm vorgesehenen Regierung vor und ersucht die Kammer 
um ihr Vertrauen.

3. Wenn der Kongress der Abgeordneten diesem Kandidaten mit der absoluten Mehrheit 
der Mitglieder das Vertrauen ausspricht, ernennt der König ihn zum Regierungspräsidenten. 
Falls diese Mehrheit nicht zustandekommt, wird der gleiche Vorschlag achtundvierzig 
Stunden nach der vorherigen Abstimmung einer neuen unterzogen, und das Vertrauen gilt 
als ausgesprochen, wenn die einfache Mehrheit dafür stimmt.

4. Wenn nach Durchführung der erwähnten Abstimmungen das Vertrauen für die 
Investitur nicht ausgesprochen ist, so werden weitere Vorschläge in der in den 
vorhergehenden Absätzen vorgesehenen Form behandelt.

5. Falls im Zeitraum von zwei Monaten nach der ersten Investiturabstimmung kein 
Kandidat das Vertrauen des Kongresses erhalten hat, löst der König beide Kammern auf und 
beruft mit der Gegenzeich-nung des Präsidenten des Kongresses Neuwahlen ein.

Artikel 100.  
Die weiteren Regierungsmitglieder werden auf Vorschlag ihres Präsidenten vom König 

ernannt und entlassen.

Artikel 101.  
1. Die Regierung tritt nach Abhaltung allgemeiner Wahlen, in den in der Verfassung 

vorgesehenen Fällen des Vertrauensverlustes seitens des Parlaments oder bei Demission 
oder Ableben ihres Präsidenten zurück.

2. Die scheidende Regierung verbleibt bis zum Amtsantritt der neuen Regierung im Amt.

Artikel 102.  
1. Die strafrechtliche Haftung des Präsidenten und der übrigen Regierungsmitglieder 

kann, gegebenenfalls, vor der Strafkammer des Obersten Gerichtshofes gefordert werden.
2. Wenn es bei der Anklage um Verrat oder irgendein Vergehen gegen die Sicherheit des 

Staates bei der Amtsausübung geht, kann sie nur auf Initiative eines Viertels der 
Kongressmitglieder und mit Zustimmung der absoluten Mehrheit des Kongresses 
vorgebracht werden.

3. Das königliche Privileg der Begnadigung ist auf keine der Voraussetzungen dieses 
Artikels anwendbar.

Artikel 103.  
1. Die öffentliche Verwaltung dient in objektiver Weise dem Interesse der Allgemeinheit 

und handelt in übereinstimmung mit den Prinzipien der Wirksamkeit, Hierarchie, 
Dezentralisierung, Entkonzen-trierung und Koordination, wobei sie voll dem Gesetz und dem 
Recht unterliegt.
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2. Die Organe der Staatsverwaltung werden gemäß dem Gesetz gegründet, geleitet und 
koordiniert.

3. Das Gesetz regelt das Statut der öffentlichen Beamten, den Zugang zu öffentlichen 
Ämtern gemäß den Prinzipien der Verdienste und der Befähigung, die Besonderheiten der 
Ausübung ihres Rechtes, sich einer Gewerkschaft anzuschließen, das System der 
Unvereinbarkeiten und die Gewährleistung der Unparteilichkeit bei der Ausübung ihrer Ämter.

Artikel 104.  
1. Die Sicherheitskräfte und –einheiten, die der Regierung unterstehen, haben die 

Aufgabe, die freie Ausübung der Rechte und Freiheiten zu schützen und die Sicherheit der 
Bürger zu gewähr-leisten.

2. Ein Organgesetz legt die Funktionen, die Grundprinzipien des Einsatzes und die 
Statuten der Sicherheitskräfte und –einheiten fest.

Artikel 105.  
Das Gesetz regelt:
a) die Anhörung der Bürger - direkt oder mittels der vom Gesetz anerkannten 

Organisationen und Verbände - bei der Ausarbeitung sie betreffender 
Verwaltungsbestimmungen;

b) den Zugang der Bürger zu den Verwaltungsarchiven und –registern, außer in 
denjenigen Fällen, die die Sicherheit und Verteidigung des Staates, die Ermittlung strafbarer 
Handlungen und die Intimsphäre der Personen betreffen;

c) das Verfahren nach dem Verwaltungsakte vor sich gehen müssen; falls begründet, 
wird die Anhörung der betroffenen Person gewährleistet.

Artikel 106.  
1. Die Gerichte kontrollieren die Verordnungsgewalt und Gesetzmässigkeit der 

Verwaltungshandlungen sowie die Unterwer-fung der letzteren unter die Zwecke, die sie 
rechtfertigen.

2. Privatpersonen haben gemäß den Gesetzesbestimmungen, ausser in Fällen höherer 
Gewalt, das Recht auf Entschädigung eines jeden Schadens, der ihren Gütern und Rechten 
zugefügt wird, vorausgesetzt, dass der Schaden Folge der Tätigkeit der öffentlichen Dienste 
ist.

Artikel 107.  
Der Staatsrat ist das höchste Beratungsorgan der Regierung. Ein Organgesetz regelt 

seine Zusammensetzung und Zuständigkei-ten.

TITEL V
Die Beziehungen zwischen der Regierung und den Cortes Generales

Artikel 108.  
Die Regierung ist für ihre Politik dem Kongress der Abgeordneten gegenüber solidarisch 

verantwortlich.

Artikel 109.  
Die Kammern und ihre Ausschüsse können über ihre jeweiligen Präsidenten alle 

erforderliche Information und Hilfe von der Regierung und ihren Ressorts sowie von allen 
Behörden des Staates und der Autonomen Gemeinschaften einholen.

Artikel 110.  
1. Die Kammern und ihre Ausschüsse können die Anwesenheit der Mitglieder der 

Regierung fordern.
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2. Die Mitglieder der Regierung haben Zugang zu den Sitzungen der Kammern und ihrer 
Ausschüsse und die Befugnis, das Wort zu ergreifen; sie können verlangen, dass Beamte 
ihrer Ressorts in diesen Sitzungen informieren.

Artikel 111.  
1. Die Regierung und jedes ihrer Mitglieder haben sich allen von den Kammern an sie 

gestellten Interpellationen und Fragen zu unterwerfen. Für diese Art Debatten setzen die 
Geschäftsordnungen eine Mindestzeit pro Woche fest.

2. Jede Interpellation kann zu einem Antrag führen, in dem die Kammer ihren Standpunkt 
zum Ausdruck bringt.

Artikel 112.  
Der Regierungspräsident kann nach vorheriger Erörterung im Ministerrat vor dem 

Kongress der Abgeordneten die Vertrauensfrage bezüglich seines Regierungsprogramms 
oder einer allgemeinpolitischen Erklärung stellen. Das Vertrauen gilt als ausgesprochen, 
wenn die einfache Mehrheit der Abgeordneten dafür stimmt.

Artikel 113.  
1. Der Kongress der Abgeordneten kann durch einen mit absoluter Mehrheit 

angenommenen Misstrauensantrag die Regierung politisch zur Verantwortung ziehen.
2. Der Misstrauensantrag muss von mindestens einem Zehntel der Abgeordneten 

vorgeschlagen werden und einen Kandidaten für das Amt der Regierungspräsidentschaft 
enthalten.

3. Über den Misstrauensantrag kann nicht vor Ablauf von fünf Tagen nach seiner Vorlage 
abgestimmt werden. An den ersten zwei Tagen dieser Frist können Alternativanträge gestellt 
werden.

4. Im Falle der Ablehnung des Misstrauensantrags durch den Kongress können die 
Unterzeichnenden in der gleichen Sitzungsperiode keinen weiteren vorlegen.

Artikel 114.  
1. Wenn der Kongress der Regierung das Vertrauen entzieht, reicht diese dem König 

ihren Rücktritt ein; anschliessend wird gemäß den Bestimmungen von Artikel 99 der 
Regierungspräsident ernannt.

2. Wenn der Kongress einen Misstrauensantrag annimmt, reicht die Regierung dem 
König ihren Rücktritt ein, und der in ersterem vorgeschlagene Kandidat besitzt von diesem 
Zeitpunkt an das Vertrauen der Kammer in allen in Artikel 99 festgelegten Punkten. Der 
König ernennt ihn anschließend zum Regierungspräsidenten.

Artikel 115.  
1. Der Regierungspräsident kann nach vorheriger Erörterung im Ministerrat und unter 

seiner alleinigen Verantwortung die Auflösung des Kongresses, des Senats oder der Cortes 
Generales vorschlagen, die vom König verfügt wird. Das Auflösungsdekret setzt das Datum 
der Wahlen fest.

2. Der Vorschlag der Auflösung kann nicht vorgelegt werden, solange ein 
Misstrauensantrag läuft.

3. Eine erneute Auflösung kann, mit Ausnahme der Bestimmungen von Artikel 99, Absatz 
5, erst ein Jahr nach der vorherigen erfolgen.

Artikel 116.  
1. Ein Organgesetz regelt den Alarm–, den Ausnahme– und den Belagerungszustand 

und die entsprechenden Zuständigkeiten und Begrenzungen.
2. Der Alarmzustand wird von der Regierung mittels eines vom Ministerrat beschlossenen 

Dekrets für einen Höchstzeitraum von fünfzehn Tagen erklärt. Der Kongress, der darüber 
unterrichtet werden muss, wird unverzüglich zu diesem Zweck einbefuren; ohne dessen 
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Billigung kann diese Frist nicht verlängert werden. Im Dekret wird der territoriale Bereich 
bestimmt, auf den sich die Erklärung erstreckt.

3. Der Ausnahmezustand wird von der Regierung mittels eines vom Ministerrat nach 
vorheriger Billigung des Kongresses der Abgeordneten beschlossenen Dekrets erklärt. Die 
Billigung und Ausrufung des Ausnahmezustandes müssen ausdrücklich die Auswirkungen, 
den territorialen Bereich, auf den er sich erstreckt, und seine Dauer bestimmen; letztere darf 
dreißig Tage nicht überschreiten, die jedoch um die gleiche Frist und unter den gleichen 
Bedingungen verlängert werden können.

4. Der Belagerungszustand wird auf ausschließlichen Vorschlag der Regierung von der 
absoluten Mehrheit des Kongresses der Abgeordneten erklärt. Der Kongress bestimmt den 
territorialen Bereich, die Dauer und die Bedingungen desselben.

5. Die Auflösung des Kongresses der Abgeordneten kann nicht erfolgen, solange 
irgendeiner der in diesem Artikel enthaltenen Zustände erklärt ist; die Kammern gelten als 
automatisch einberufen,wenn sie sich nicht in einer Sitzungsperiode befinden. Ihre Tätigkeit 
sowie die der übrigen konstitutionellen Staatsgewalten dürfen während der Dauer dieser 
Zustände nicht unterbrochen werden.

Falls es nach Auflösung des Kongresses oder Ablauf seines Mandates zu einer Situation 
kommt, die zu einem dieser Zustände führt, werden die Zuständigkeiten des Kongresses von 
seinem Ständigen Ausschuss übernommen.

6. Die Erklärung des Alarm–, des Ausnahme– und des Belagerungszustandes ändert das 
in der Verfassung und den Gesetzen anerkannte Prinzip der Verantwortlichkeit der Regierung 
und ihrer Träger nicht.

TITEL VI
Die rechtsprechende Gewalt

Artikel 117.  
1. Die Justiz geht vom Volke aus und wird von den Richtern, die Bestandteil der 

rechtsprechenden Gewalt, unabhängig, unabsetzbar verantwortlich und nur dem Gesetz 
unterworfen sind, im Namen des Königs ausgeübt.

2. Die Richter können nur aus Gründen und mit den Garantien, die das Gesetz bestimmt, 
vor Ablauf ihrer Amtszeit entlassen, ihres Amtes enthoben, versetzt oder in den Ruhestand 
gesetzt werden.

3. Die Ausübung der Jurisdiktionsgewalt durch Urteilssprechung und –vollstreckung in 
allen Arten von Prozessen obliegt ausschließlich den in den Gesetzen vorgesehenen 
Gerichten, und zwar gemäss den Normen über die Zuständigkeiten und Verfahrensweisen, 
die diese Gesetze festlegen.

4. Die Gerichte üben nur die in Absatz 3 festgelegten Funktionen sowie diejenigen aus, 
welche ihnen ausdrücklich zur Gewährleistung irgendeines Rechtes vom Gesetz 
zugeschrieben werden.

5. Das Prinzip der Einheit der Gerichtsbarkeit ist die Grundlage der Organisation und 
Tätigkeit der Gerichte. Das Gesetz regelt die Ausübung der Militärgerichtsbarkeit im strikt 
militärischen Bereich und unter den Voraussetzungen des Belagerungszustandes gemäß den 
Verfassungsprinzipen.

6. Ausnahmegerichte sind unzulässig.

Artikel 118.  
Den Urteilssprüchen und allen anderen rechtskräftigen Beschlüssen der Richter und 

Gerichte ist Folge zu leisten; ebenso muss die von diesen im Verlauf eines Prozesses und 
bei der Vollstreckung des Urteils verlangte Zusammenarbeit geleistet werden.

Artikel 119.  
Die Justiz ist kostenfrei, wenn das Gesetz dies verfügt, und grundsätzlich im Falle von 

Personen, die ihren Mangel an Mitteln zur Prozessführung nachweisen.
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Artikel 120.  
1. Gerichtsverhandlungen sind öffentlich, mit Ausnahme derer, die in den 

Prozessgesetzen vorgesehen sind.
2. Das Gerichtsverfahren wird vorwiegend mündlich geführt, vor allem in Strafsachen.
3. Die Urteile müssen immer begründet sein und werden in öffentlicher Verhandlung 

bekannt gegeben.

Artikel 121.  
Der auf Grund eines Justizirrtums oder als Folge anormaler Ausübung der 

Justizverwaltung entstandene Schaden berechtigt gemäß dem Gesetz zu einer 
Entschädigung zu Lasten des Staates.

Artikel 122.  
1. Das Organgesetz über die rechtsprechende Gewalt regelt die Zusammensetzung, 

Tätigkeit und Leitung der Gerichte sowie das Rechtsstatut der Berufsrichter, die eine einzige 
Körperschaft bilden, und die des Personals im Dienste der Justizverwaltung.

2. Der Generalrat der rechtsprechenden Gewalt ist das leitende Organ derselben. Das 
Organgesetz wird sein Statut und die Unvereinbarkeiten seiner Mitglieder und ihrer 
Funktionen, insbesondere in Fragen der Ernennungen, Beförderungen, Kontrolle und 
Diszipli-narverfahren regeln.

3. Der Generarat der rechtsprechenden Gewalt setzt sich zusammen aus dem 
Präsidenten des Obersten Gerichtshofes, der ihm vorsteht, und zwanzig vom König für einen 
Zeitraum von fünf Jahren ernannten Mitgliedern: zwölf Richter aller Justizkategorien gemäß 
den Bestimmungen– des Organgesetzes, vier auf Vor-schlag des Kongresses und vier auf 
Vorschlag des Senats; in beiden Fällen werden sie mit der Mehrheit von drei Fünfteln der 
Mitglieder beider Kammern unter Anwälten und anderen Juristen mit anerkannter Kompetenz 
und über fünfzehnjähriger Berufser-fahrung ausgewählt.

Artikel 123.  
1. Der Oberste Gerichtshof, dessen Gerichtsbarkeit sich auf ganz Spanien erstreckt, ist 

das in jeder Hinsicht oberste rechtsprechende Organ, mit Ausnahme in Sachen der 
Verfassungsgarantien.

2. Der Präsident des Obersten Gerichtshofes wird auf Vorschlag des Generalrates der 
rechtsprechenden Gewalt vom König in der vom Gesetz vorgesehenen Form ernannt.

Artikel 124.  
1. Die Staatsanwaltschaft hat unbeschadet der anderen Organen übertragenen 

Funktionen die Aufgabe, die Tätigkeit der Justiz zugunsten der Legalität, der Bürgerrechte 
und des vom Gesetz gewahrten öffentlichen Interesses von Amts wegen oder auf Antrag der 
betroffenen Personen zu fördern sowie über die Unabhängig-keit der Gerichte zu wachen 
und sich vor diesen für das soziale Inte-resse einzusetzen.

2. Die Staatsanwaltschaft übt ihre Funktionen durch eigene Organe gemäß den 
Prinzipien der Handlungseinheit und der hierarchischen Abhängigkeit und in jedem Fall unter 
Achtung der Grundsätze der Legalität und Unparteilichkeit aus.

3. Das Organstatut der Staatsanwaltschaft wird durch Gesetz geregelt.
4. Der Generalstaatsanwalt wird vom König auf Vorschlag der Regierung und nach 

Anhörung des Generalrates der rechtsprechenden Gewalt ernannt.

Artikel 125.  
Die Bürger können die Popularklage einbringen und durch die Einrichtung der 

Geschworenen in der Form und in jenen Strafprozessen, die das Gesetz bestimmt, sowie an 
gewohnheitsrechtlichen und traditionellen Gerichten an der Justizausübung teilnehmen.
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Artikel 126.  
Die Kriminalpolizei unterliegt in ihren Funktionen der Feststellung strafbarer Handlungen 

und des Auffindens und der Festnahme des Täters gemäß den Bestimmungen des Gesetzes 
den Richtern, den Gerichten und der Staatsanwaltschaft.

Artikel 127.  
1. Die Richter und Staatsanwälte können während ihrer Amtszeit keine anderen 

öffentlichen Amter bekleiden noch politischen Parteien oder Gewerkschaften angehören. Das 
System und die Formen des beruflichen Zusammenschlusses der Richter und Staatsanwälte 
werden durch Gesetz festgelegt.

2. Das Gesetz bestimmt das System der Unvereinbarkeiten der Mitglieder der 
rechtsprechenden Gewalt, welches ihre völlige Unabhängigkeit gewährleisten muss.

TITEL VII
Wirtschaft und Finanzen

Artikel 128.  
1. Der gesamte Reichtum des Landes in seinen verschiedenen Formen und unbeschadet 

seiner Trägerschaft ist dem allgemeinen Interesse untergeordnet.
2. Die öffentliche Initiative im Wirtschaftsleben wird anerkannt. Durch Gesetz können der 

öffentlichen Hand wesentliche Mittel oder Dienste gesichert werden, besonders im Falle 
eines Monopols; ebenso kann das Eingreifen in Unternehmen beschlossen werden, wenn 
das allgemeine Interesse dies erforderlich machen sollte.

Artikel 129.  
1. Das Gesetz legt die Formen der Beteiligung der Interessierten an der Sozialen 

Sicherheit und an der Tätigkeit derjenigen öffentlichen Organen fest, deren Funktion sich 
direkt auf die Lebensqualität oder das Allgemeinwohl richtet.

2. Die öffentlichen Gewalten fördern die verschiedenen Formen der Beteiligung innerhalb 
der Unternehmen sowie die Genossenschaften mittels der entsprechenden Gesetzgebung. 
Sie sehen ebenfalls die Mittel vor, die den Arbeitnehmern den Zugang zum Besitz der 
Produktionsmittel ermöglichen.

Artikel 130.  
1. Die öffentlichen Gewalten sorgen für die Modernisierung und Entwicklung aller 

Wirtschaftsbereiche, insbesondere der Landwirtschaft, Viehzucht, Fischerei und des 
Handwerks wegens, um den Lebensstandard aller Spanier einander anzugleichen.

2. Dem gleichen Zweck dient eine Sonderbehandlung der Gebirgszonen.

Artikel 131.  
1. Der Staat kann mittels Gesetz die allgemeine Wirtschaftstätigkeit planen, um die 

kollektiven Bedürfnisse zu decken, die Entwicklung der Regionen und Sektoren 
auszugleichen und zu harmonisieren und das Wachstum des Einkommens und des 
Reichtums sowie deren gerechtere Verteilung zu fördern.

2. Die Regierung arbeitet gemäß den ihr von den Autonomen Gemeinschaften 
vorgelegten und aus der Beratung und Zusammenarbeit mit den Gewerkschaften und 
anderen Berufs–, Unternehmer– und Wirtschaftsverbänden hervorgegangenen Vorschlägen 
die Planungsprojekte aus. Zu diesem Zweck wird ein Rat gegründet, dessen 
Zusammensetzung und Funktionen durch Gesetz geregelt werden.
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Artikel 132.  
1. Das Gesetz regelt die Rechtslage des Staats– und des Gemeinde-besitzes, und zwar 

unter Achtung der Prinzipien der Unveräußerlichkeit, Unverjährbarkeit und Unpfändbarkeit, 
sowie seine Entwidmung.

2. Zum Staatsbesitz gehört, was das Gesetz bestimmt; in jedem Fall die Küstenzone, 
Strände, Hoheitsgewässer und die natürlichen Hilfsmittel des Wirtschaftsgebietes und des 
Festlandsockels.

3. Das Gesetz regelt das Staats- und das Nationalvermögen, ihre Verwaltung, ihren 
Schutz und ihre Erhaltung.

Artikel 133.  
1. Die ursprüngliche Befugnis für die Erhebung von Steuern obliegt ausschließlich durch 

Gesetz dem Staat.
2. Die Autonomen Gemeinschaften und die Gebietskörperschaften können in 

Übereinstimmung mit der Verfassung und den Gesetzen Steuern erheben und ihre 
Entrichtung verlangen.

3. Jeder Steuergewinn, welcher die Staatsabgaben betrifft, muss kraft Gesetzes 
festgelegt werden.

4. Die öffentlichen Verwaltungen können nur den Gesetzen gemäß finanzielle 
Verpflichtungen eingehen und Ausgaben machen.

Artikel 134.  
1. Der Regierung obliegt die Ausarbeitung des Staatshaushalts und den Cortes 

Generales seine Prüfung, Abänderung und Verabschiedung.
2. Der Staatshaushaltsplan wird für ein Jahr aufgestellt; er erstreckt sich auf die 

Gesamtheit der Ausgaben und Einnahmen der öffentlichen Hand und bestimmt den Betrag 
der Steuergewinne, welche die Staatsabgaben betreffen.

3. Die Regierung muss dem Kongress der Abgeordneten mindestens drei Monate vor 
Ablauf des vorjährigen den neuen Staatshaushalt vorlegen.

4. Wenn das Haushaltsgesetz nicht vor dem ersten Tag des entsprechenden 
Rechnungsjahres gebilligt ist, so gilt der Staatshaushalt des Vorjahres bis zum Inkrafttreten 
des neuen als automatisch verlängert.

5. Nach Inkrafttreten des Staatshaushaltes kann die Regierung Gesetzentwürfe vorlegen, 
die eine Erhöhung der öffentlichen Ausgaben oder eine Verringerung der Einnahmen im 
entsprechenden Rechnungsjahr vorsehen.

6. Jede Behandlung von Anträgen oder Änderungen, die eine Krediterhöhung oder 
Einnahmenverringerung voraussetzen, bedarf der Zustimmung der Regierung.

7. Das Haushaltsgesetz kann keine Steuern errichten. Es kann sie modifizieren, wenn ein 
materielles Steuergesetz dies vorsieht.

Artikel 135.  
1. Alle öffentlichen Verwaltungen unterwerfen ihr Gebaren dem Grundsatz der 

Haushaltsstabilität.
2. Der Staat und die Autonomen Gemeinschaften dürfen kein strukturelles Defizit 

aufweisen, das die gegebenenfalls von der Europäischen Union für deren Mitgliedstaaten 
festgelegten Grenzen übersteigt.

Ein Organgesetz legt das dem Staat und den Autonomen Gemeinschaften im Verhältnis 
zu ihrem Bruttoinlandsprodukt maximal erlaubte strukturelle Defizit fest. Die lokalen 
Körperschaften müssen einen ausgeglichenen Haushalt aufweisen.

3. Der Staat und die Autonomen Gemeinschaften müssen gesetzlich dazu befugt 
werden, öffentliche Schuldtitel auszugeben oder Kredite aufzunehmen.

Kredite zur Zinsbegleichung und Kapitaltilgung der öffentlichen Schulden der 
Verwaltungen fließen stets in die Ausgabenrechnung des betreffenden Haushalts ein und ihre 
Begleichung besitzt absoluten Vorrang. Kredite dieser Art dürfen keinen Änderungen 
unterliegen, solange sie den Bedingungen laut dem Gesetz über die Ausgabe öffentlicher 
Schuldtitel genügen.
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Der Gesamtschuldenstand der öffentlichen Verwaltungen darf im Verhältnis zum 
Bruttoinlandsprodukt des Staates den Referenzwert laut dem Vertrag über die Arbeitsweise 
der Europäischen Union nicht übersteigen.

4. Die Grenzen für das strukturelle Defizit und den öffentlichen Schuldenstand dürfen nur 
dann überschritten werden, wenn eine Naturkatastrophe, eine wirtschaftliche Rezession oder 
eine außerordentliche Notfallsituation vorliegt, die nach Einschätzung der absoluten Mehrheit 
des Kongresses der Abgeordneten durch den Staat nicht beherrschbar ist und dessen 
Finanzlage oder dessen wirtschaftliche oder soziale Nachhaltigkeit erheblich beeinträchtigt.

5. Ein Organgesetz regelt die Grundsätze, auf die dieser Artikel Bezug nimmt, sowie die 
jeweilige Verfahrensbeteiligung der Organe zur institutionellen Koordination zwischen den 
öffentlichen Verwaltungen in politischer, steuerlicher und finanzieller Hinsicht. In jedem Fall 
regelt es die folgenden Belange:

a) Die Verteilung der Defizit- und Verschuldungsgrenzen zwischen den öffentlichen 
Verwaltungen, die außergewöhnlichen Umstände für deren Überschreitung sowie die Form 
und Frist für die Berichtigung etwaiger Abweichungen.

b) Die Methodik und das Verfahren für die Berechnung des strukturellen Defizits.
c) Die jeweilige Haftung der öffentlichen Verwaltungen, falls die Haushaltsstabilitätsziele 

verfehlt werden.
6. In Übereinstimmung mit ihren jeweiligen Statuten und innerhalb der Grenzen laut 

diesem Artikel verabschieden die Autonomen Gemeinschaften die sachdienlichen 
Bestimmungen für die wirksame Umsetzung des Stabilitätsgrundsatzes in ihren 
haushaltsbezogenen Vorschriften und Entscheidungen.

Artikel 136.  
1. Der Rechnungshof ist das oberste Organ der Rechnungskontrolle und der Prüfung der 

Wirtschaftsführung des Staates sowie der öffentlichen Hand.
Er hängt direkt von den Cortes Generales ab und übt seine Prüfungs– und 

Kontrollfunktionen bezüglich des staatlichen Rechnungswesens in Vertretung derselben aus.
2. Die Staatsrechnungen und die der öffentlichen Hand werden dem Rechnungshof zur 

Prüfung vorgelegt. Der Rechnungshof legt den Cortes Generales unbeschadet seiner 
eigenen Zuständigkeit einen Jahresbericht vor, in dem er gegebenenfalls über seiner Ansicht 
nach vorgekommene Fälle von Verstößen oder Verantwortlichkeiten informiert.

3. Die Mitglieder des Rechnungshofes sind ebenso unabhängig und unabsetzbar und 
den gleichen Unvereinbarkeiten unterworfen wie die Richter.

4. Ein Organgesetz regelt die Zusammensetzung, Organisation und Funktionen des 
Rechnungshofes.

TITEL VIII
Die territoriale Gliederung des Staates

KAPITEL I
Allgemeine Grundsätze

Artikel 137.  
Das Staatsgebiet wird in Gemeinden, Provinzen und Autonome Gemeinschaften 

gegliedert. Sie alle genießen Autonomie bezüglich der Verfolgung ihrer entsprechenden 
Interessen.

Artikel 138.  
1. Der Staat gewährleistet die Verwirklichung des in Artikel 2 der Verfassung festgelegten 

Prinzips der Solidarität durch den Einsatz für die Herstellung eines angemessenen und 
gerechten wirtschaftlichen Gleichgewichtes zwischen den verschiedenen Teilen des 
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spanischen Gebietes; er berücksichtigt insbesondere die Gegebenheit des insularen 
Charakters.

2. Die Unterschiede zwischen den Statuten der einzelnen Autonomen Gemeinschaften 
dürfen keinesfalls zu wirtschaftlichen oder sozialen Privilegien führen.

Artikel 139.  
1. Alle Spanier haben im gesamten Staatsgebiet die gleichen Rechte und Pflichten.
2. Keine Behörde darf Maßnahmen ergreifen, die direkt oder indirekt die Freizügigkeit 

und Niederlassungsfreiheit der Personen sowie den freien Gütenverkehr in ganz Spanien 
behindern.

KAPITEL II
Die Lokalverwaltung

Artikel 140.  
Die Verfassung gewährleistet die Autonomie der Gemeinden. Diese verfügen über volle 

Rechtspersönlichkeit. Ihre Regierung und Verwaltung obliegen den entsprechenden 
Gemeindevertretungen, die sich aus dem Bürgermeister und den Ratsmitgliedern 
zusammensetzen. Die Ratsmitglieder werden in allgemeiner, gleicher, freier, direkter und 
geheimer Wahl in der Form, die das Gesetz vorsieht, von den Bürgern der Gemeinde 
gewählt. Die Bürgermeister werden von den Ratsmitgliedern oder den Bürgern gewählt. Das 
Gesetz regelt die Voraussetzungen, unter welchen die Einrichtung der Bürgerversammlung 
angebracht ist.

Artikel 141.  
1. Die Provinz ist eine durch den Zusammenschluss von Gemeinden gekennzeichnete 

lokale Körperschaft mit eigener Rechtspersönlichkeit und Gebietsunterteilung für die 
Ausführung der Staatsgeschäfte. Jedwede Veränderung der Grenzen der Provinzen muss 
mittels Organgesetz von den Cortes Generales gebilligt werden.

2. Die autonome Regierung und Verwaltung der Provinzen obliegen Provinzialräten 
(Diputaciones) oder anderen repräsentativen Körperschaften.

3. Der von den Provinzen unabhängige Zusammenschluss von Gemeinden ist zulässig.
4. In den Archipelen verfügen die Inseln ausserdem über eine eigene Verwaltung in Form 

der Inselparlamente (Cabildos) oder –räte (Consejos).

Artikel 142.  
Die lokalen Finanzverwaltungen müssen über ausreichende Mittel verfügen, um die den 

entsprechenden Körperschaften vom Gesetz zugeschriebenen Funktionen erfüllen zu 
können; diese Mittel stam-men im wesentlichen aus den eigenen Steuereinnahmen sowie 
aus dem Anteil an denen des Staates und denen der Autonomen Gemeinschaften.

KAPITEL III
Die Autonomen Gemeinschaften

Artikel 143.  
1. Bei der in Artikel 2 der Verfassung anerkannten Ausübung des Rechtes auf Autonomie 

können die aneinandergrenzenden Provinzen mit gemeinsamen historischen, kulturellen und 
wirtschaftlichen Gege-benheiten, die Inselgebiete und die Provinzen, welche eine historisch 
begründete regionale Gemeinsamkeit bilden, die Selbstregierung erlan-gen und sich nach 
Maßgabe der Bestimmungen dieses Titels und der entsprechenden Statuten als Autonome 
Gemeinschaften konstituieren.

2. Die Initiative des Autonomieprozesses obliegt allen interessierten Provinzialräten oder 
dem entsprechenden interinsularen Organ und zwei Dritteln der Gemeinden, deren 
Bevölkerung mindestens die Mehrheit der Wählerliste jeder Provinz oder Insel darstellt. Diese 
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Voraussetzungen müssen in der Frist von sechs Monaten nach dem ersten diesbezüglichen 
Beschluss seitens einer der betreffenden lokalen Körperschaften erfüllt werden.

3. Im Falle des Misserfolges der Initiative kann diese erst nach fünf Jahren wiederholt 
werden.

Artikel 144.  
Die Cortes Generales können aus Gründen des nationalen Interesses mittels 

Organgesetz:
a) die Konstituierung einer Autonomen Gemeinschaft genehmigen, wenn der 

entsprechende territoriale Bereich den einer Provinz nicht überschreitet und die 
Voraussetzungen von Artikel 143, Absatz 1 nicht erfüllt;

b) ein Autonomiestatut für die Gebiete genehmigen oder gegebenenfalls beschließen, 
welche in keine Provinz eingegliedert sind;

c) die Initiative der lokalen Körperschaften, auf die sich Artikel 143, Absatz 2 bezieht, 
übernehmen.

Artikel 145.  
1. Die Föderation Autonomer Gemeinschaften ist keinesfalls zulässig.
2. Die Statuten können die Voraussetzungen, Bedingungen und Formalitäten regeln, 

unter denen die Autonomen Gemeinschaften untereinander Verträge über die Ausführung 
und Gewährung von Leistungen, die ihnen eigen sind, abschließen können, sowie die Art und 
die Wirkungen der entsprechenden Mitteilung an die Cortes Generales festlegen. Bei allen 
übrigen Voraussetzungen bedarf es der Genehmigung der Cortes Generales für den 
Abschluss von Kooperationsverträgen zwischen den Autonomen Gemeinschaften.

Artikel 146.  
Der Statutenentwurf wird von einer Versammlung ausgearbeitet, die sich aus den 

Mitgliedern des Provinzialrates oder des interinsularen Organs der betreffenden Provinzen 
und den in ihnen gewählten Abgeordneten und Senatoren zusammensetzt; der Entwurf wird 
den Cortes Generales vorgelegt, die ihn wie ein Gesetz behandeln.

Artikel 147.  
1. Im Rahmen der Bestimmungen dieser Verfassung sind die Statuten die grundsätzliche 

institutionelle Norm der jeweiligen Autonomen Gemeinschaft; der Staat erkennt sie an und 
schützt sie als Bestandteil seiner Rechtsordnung.

2. Die Autonomiestatuten müssen enthalten:
a) den Namen der Gemeinschaft, der ihrer historischen Identität am besten entspricht;
b) die Abgrenzung ihres Gebietes;
c) den Namen, die Organisation und den Sitz der eigenen autonomen Institutionen;
d) die im Rahmen der Verfassung übernommenen Zuständigkeiten und die Grundlagen 

für dieÜbernahme der ihnen zukommenden Dienste.
3. Eine Statutenänderung erfolgt gemäß der darin vorgesehenen Verfahrensweise und 

bedarf in jedem Falle der Zustimmung der Cortes Generales mittels eines Organgesetzes.

Artikel 148.  
1. Die Autonomen Gemeinschaften können auf folgenden Gebieten Zuständigkeiten 

übernehmen:
1. Organisation ihrer Institutionen für die Selbstregierung;
2. Veränderungen der in ihrem Gebiet enthaltenen Gemeindegrenzen und allgemein die 

Funktionen, die der Staatsverwaltung bezü-glich der lokalen Körperschaften obliegen und 
deren Übertragung von der Gesetzgebung über Kommunalverwaltung genehmigt wird;

3. Gebietsordnung, Städte– und Wohnungsbau;
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4. Öffentliche Bauten, deren Errichtung in ihrem Gebiet von Interesse für die Autonome 
Gemeinschaft ist;

5. Eisenbahnen und Straßen, deren Verlauf sich in seiner Gesamtheit auf das Gebiet der 
Autonomen Gemeinschaft erstreckt, sowie der von diesen Mitteln oder per Kabelverkehr 
durchgeführte Transport;

6. Nothäfen, Sport– und Sportflughäfen und im allgemeinen solche, die keine 
kommerziellen Tätigkeiten ausüben;

7. Landwirtschaft und Viehzucht im Rahmen der allgemeinen Wirtschaftsordnung;
8. Waldländereien und Forstwirtschaft;
9. Durchführung des Umweltschutzes;
10. Projekte, Bau und Betrieb der Wassernutzungswerke, Kanäle und 

Bewässerungsanlagen, die von Interesse für die Autonome Gemeinschaft sind; Mineral– und 
Thermalquellen;

11. Binnenfischerei, Schalen- und Krustentierzucht und Aquakultur, Jagdwesen und 
Flussfischfang;

12. Lokale Messen und Ausstellungen;
13. Förderung der wirtschaftlichen Entwicklung der Autonomen Gemeinschaft innerhalb 

der von der staatlichen Wirtschaftspolitik gesetzten Ziele;
14. Handwerkswesen;
15. Museen, Bibliotheken und Musikkonservatorien, die von Interesse für die Autonome 

Gemeinschaft sind;
16. Pflege der Bau– und Kunstdenkmäler, die von Interesse für die Autonome 

Gemeinschaft sind;
17. Förderung der Kultur, der Forschung und gegebenenfalls der Lehre der Sprache der 

Autonomen Gemeinschaft;
18. Förderung und Gestaltung des Tourismus innerhalb ihres Territorialbereiches;
19. Förderung von Sport und Freizeitgestaltung;
20. Sozialfürsorge;
21. Gesundheit und Hygiene;
22. Bewachung und Schutz ihrer Gebäude und Einrichtungen. Koordination und weitere 

Befugnisse bezüglich der Lokalpolizei nach Maßgabe eines Organgesetzes.
2. Die Autonomen Gemeinschaften können nach einem Zeitraum von 5 Jahren und 

mittels einer Statutenänderung ihre Zuständigkeiten inner-halb des im Artikel 149 
vorgesehenen Rahmens allmählich erweitern.

Artikel 149.  
1. Der Staat besitzt die ausschließliche Zuständigkeit für:
1. die Regelung der grundlegenden Bedingungen, die die Gleichheit aller Spanier bei der 

Ausübung ihrer Rechte und der Erfüllung ihrer verfassungsmäßigen Pflichten gewährleisten;
2. die Staatsangehörigkeit, die Ein– und Auswanderung sowie das Fremden– und 

Asylrecht;
3. die internationalen Beziehungen;
4. Verteidigung und Streitkräfte;
5. Justizverwaltung;
6. Handels–, Strafrechts– und Strafanstaltsgesetzgebung; Prozessrechtsgesetzgebung 

unbeschadet der notwendigen Besonderheiten, die sich in dieser Hinsicht aus den 
Eigenheiten des materiellen Rechtes der Autonomen Gemeinschaften ergeben;

7. Arbeitsgesetzgebung unbeschadet ihrer Durchführung seitens der Organe der 
Autonomen Gemeinschaften;

8. Zivilgesetzgebung unbeschadet der Erhaltung, Modifizierung und Entwicklung der 
gegebenenfalls vorhandenen Zivil–, Foral– und Sonderrechte durch die Autonomen 
Gemeinschaften; in jedem Fall die Regeln zur Anwendung und Wirksamkeit der 
Rechtsnormen, zivilrechtliche Verhältnisse hinsichtlich der Eheformen, Ordnung der 
öffentlichen Register und Urkunden, Grundlagen der Vertragspflichten, Normen für die 
Lösung von Gesetzeskonflikten und Festlegung der Rechtsquellen, in letzterem Fall unter 
Wahrung der Normen des Foral– und Sonderrechtes;

CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA ______________ DIE SPANISCHE VERFASSUNG

§ 2  Die Spanische Verfassung

– 67 –



9. Gesetzgebung über Urheberrecht und Patentrecht;
10. Zoll– und Tarifwesen; Aussenhandel;
11. Währungssystem: Devisen, Geldwechsel und Konvertibilität; Grundlagen des Kredit–, 

Bank und Versicherungswesens;
12. Gesetzgebung über Gewichte und Maße, Festlegung der offiziellen Zeit;
13. Grundlagen und Koordination der allgemeinen Wirtschaftsplanung;
14. allgemeines Finanzwesen und Staatsschuld;
15. Förderung und allgemeine Koordination der wissenschaftlichen und technischen 

Forschung;
16. äußeres Gesundheitswesen; Grundlagen und allgemeine Koordination des 

Gesundheitswesens; Gesetzgebung über pharmazeutische Produkte;
17. grundlegende Gesetzgebung und wirtschaftliche Ordnung der Sozialen Sicherheit 

unbeschadet der Ausführung ihrer Leistun-gen durch die Autonomen Gemeinschaften;
18. Grundlagen der Rechtsordnung der öffentlichen Verwal-tung und der statutsmäßigen 

Ordnung ihrer Beamten, wobei den der Verwaltung Unterstehenden auf jeden Fall gleiche 
Behandlung gewährleistet wird; gemeinsames Verwaltungsverfahren unbe-schadet der aus 
der eigenen Organisation der Autonomen Gemeinschaften hervorgehenden Besonderheiten; 
Gesetzgebung über Zwangsenteignung; grundlegende Gesetzgebung über Ver-
waltungsverträge und –konzessionen und Haftungssystem aller öffentlichen Verwaltungen;

19. Meeresfischerei unbeschadet der Zuständigkeiten, die bei der Ordnung dieses 
Bereiches den Autonomen Gemeinschaften zuerkannt werden;

20. Handelsmarine und Schiffsflaggenverleihung, Beleuchtung von Küsten und 
Seezeichen; Häfen von allgemeinem Interesse; Kontrolle des Luftraumes, Luftverkehrs und 
Lufttransportes; Wetterdienst und Eintragung von Luftfahrzeugen;

21. Eisenbahnen und Straßentransporte, die durch das Gebiet von mehr als einer 
Autonomen Gemeinschaft führen; allgemeinesVerkehrswesen; Kraftfahrzeugverkehr; Post– 
und Fernmeldewesen; Luftkabel, Unterseekabel und Funkwesen;

22. Gesetzgebung, Ordnung und Konzession der hydraulischen Quellen und Nutzung in 
den Fällen, in denen der Wasserlauf durch das Gebiet von mehr als einer Autonomen 
Gemeinschaft führt, und Genehmigung elektrischer Einrichtungen in den Fällen, in denen die 
Nutzung sich auf eine andere Gemeinschaft erstreckt oder der Energietransport über den 
eigenen Territorialbereich hinausgeht;

23. grundlegende Gesetzgebung über den Umweltschutz unbeschadet der Befugnisse 
der Autonomen Gemeinschaften zum Erlass zusätzlicher Schutzvorschiften; 
Grundgesetzgebung über Waldländereien und Forstwirtschaft sowie Viehtrifte;

24. öffentliche Bauten, die von allgemeinem Interesse sind oder deren Errichtung sich auf 
mehr als eine Autonome Gemeinschaft auswirkt;

25. Grundlagen des Bergbau- und Energiewesens;
26. Herstellung, Handel, Besitz und Gebrauch von Waffen und Sprengkörpern;
27. grundlegende Normen für Presse, Rundfunk und Fernsehen und im allgemeinen für 

alle sozialen Kommunikationsmedien, unbeschadet der den Autonomen Gemeinschaften bei 
ihrer Entwicklung und Handhabung zustehenden Befugnisse;

28. Schutz des spanischen kulturellen, künstlerischen und architektonischen Gutes vor 
Ausfuhr und Plünderung; staatliche Museen, Bibliotheken und Archive unbeschadet ihrer 
Verwaltung durch die Autonomen Gemeinschaften;

29. öffentliche Sicherheit unbeschadet der Möglichkeit der Schaffung eigener 
Polizeikräfte durch die Autonomen Gemeinschaften in der Form, die in den entsprechenden 
Statuten im Rahmen der Bestimmungen eines Organgesetzes vorgesehen wird;

30. Regelung der Bedingungen der Erlangung, Ausstellung und Bestätigung 
akademischer und beruflicher Titel und grundsätzliche Normen für die Entwicklung von Artikel 
27 der Verfassung mit dem Zwecke, die Erfüllung der Verpflichtungen der öffentlichen 
Gewalten auf diesem Gebiet zu gewährleisten;

31. Statistik für Staatszwecke;
32. Genehmigung zur Einberufung einer Volksbefragung auf dem Wege des 

Referendums.
2. Unbeschadet der Zuständigkeiten, die die Autonomen Gemeinschaften übernehmen 

können, betrachtet der Staat den Dienst an der Kultur als eine Pflicht und wesentliche 
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Aufgabe und erleichtert in Übereinstimmung mit den Autonomen Gemeinschaften den 
Kulturaustausch zwischen ihnen.

3. Die dem Staat von dieser Verfassung nicht ausdrücklich zugeschriebenen Materien 
können kraft ihrer entsprechenden Statuten den Autonomen Gemeinschaften zustehen. Die 
Zuständigkeit in Materien, welche die Autonomiestatuten nicht übernehmen, obliegt dem 
Staat, dessen Normen im Konfliktfall in allem, was nicht der ausschließlichen Kompetenz der 
Autonomen Gemeinschaften zuerkannt ist, den Vorrang gegenüber den Normen der letzteren 
haben. Das staatliche Recht ergänzt in jedem Fall das der Autonomen Gemeinschaften.

Artikel 150.  
1. Die Cortes Generales können allen oder irgendeiner der Autonomen Gemeinschaften 

in Materien staatlicher Zuständigkeit die Befugnis erteilen, für sich selbst im Rahmen der von 
einem Organgesetz festgelegten Prinzipien, Grundlagen und Richtlinien gesetzgebende 
Normen zu erlassen. Ungeachtet der Zuständigkeit der Gerichte wird in jedem 
Rahmengesetz die Form der Kontrolle vorgesehen, die die Cortes Generales über diese 
gesetzgebenden Normen der Autonomen Gemeinschaften ausüben.

2. Der Staat kann den Autonomen Gemeinschaften mittels Organgesetz Befugnisse in 
Materien staatlicher Zuständigkeit übertragen, die ihrer eigenen Natur gemäß übertragbar 
oder delegierbar sind. Das Gesetz sieht in jedem Falle die entsprechende Zuweisung 
finanzieller Mittel sowie die Formen der Kontrolle vor, die der Staat sich vorbehält.

3. Der Staat kann Gesetze erlassen, welche die zur Angleichung der normativen 
Bestimmungen der Autonomen Gemeinschaften erforderlichen Grundsätze festlegen - selbst 
im Falle von Materien, die der Zuständigkeit der letzteren unterstellt sind - wenn es das 
Interesse der Allgemeinheit erfordert. Es obliegt den Cortes Generales, mit absoluter 
Mehrheit jeder der Kammern diese Notwendigkeit fest-zustellen.

Artikel 151.  
1. Der Zeitraum von fünf Jahren, den Art. 148 Abs. 2 vorsieht, muss nicht eingehalten 

werden, wenn die Initiative des Autonomieprozesses innerhalb der von Art. 143.2 
festgesetzten Frist außer von den entsprechenden Provinzialräten oder interinsularen 
Organen von drei Vierteln der Gemeinden aller betroffenen Provinzen beschlossen wird, die 
mindestens die Mehrheit der Wählerlisten jeder derselben darstellen, und wenn diese 
Initiative im Wege eines Referendums mit Zustimmung der absoluten Mehrheit der Wähler 
jeder Provinz nach Maßgabe eines Organgesetzes ratifiziert wird.

2. Unter den im vorhergehenden Absatz festgelegten Voraussetzungen wird das folgende 
Verfahren zur Ausarbeitung des Statuts angewandt:

1. Die Regierung beruft alle Abgeordneten und Senatoren, die in den Wahlkreisen jenes 
territorialen Bereiches gewählt worden sind, das die Selbstregierung anstrebt, zu einer 
Versammlung mit dem alleinigen Zweck der Ausarbeitung des entsprechenden Entwurfes 
eines Autonomiestatuts ein, dem die absolute Mehrheit der Mitglieder zustimmen muss.

2. Nach Billigung des Statutsentwurfes durch die Parlamentarierversammlung wird 
derselbe an den Verfassungsausschuss des Kongresses weitergeleitet, der ihn innerhalb von 
zwei Monaten unter Anwesenheit und Beistand einer Delegation der vorschlagenden 
Versammlung prüft, um in gegenseitigem Einvernehmen die endgültige Formulierung 
festzulegen.

3. Wenn besagtes Einvernehmen erzielt ist, wird der entsprechende Text einer 
Volksabstimmung seitens der Wähler der Provinzen unterworfen, die sich in dem vom 
Entwurf erfassten Territorialbereich befinden.

4. Wenn der Statutsentwurf in jeder Provinz von der Mehrheit der gültig abgegebenen 
Stimmen genehmigt worden ist, wird er den Cortes Generales vorgelegt. Das Plenum jeder 
der Kammern entscheidet sodann, über den Text mittels einer Abstimmung zwecks Rati-
fizierung. Nach Billigung des Statuts wird es vom König sanktioniert und als Gesetz 
verkündet.

5. Wenn das in Absatz 2 erwähnte Einvernehmen nicht erreicht wird, so wird der 
Statutsentwurf in Form einer Gesetzesvorlage in den Cortes Generales behandelt. Der von 
diesen gebilligte Text wird einer Volksabstimmung seitens der Wählerschaft der Provinzen 
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unterworfen, die sich in dem vom Statutsentwurf erfassten territorialen Bereich befinden. Im 
Falle der Billigung durch die Mehrheit der in jeder Provinz gültig abgegebenen Stimmen wird 
das Statut gemäß den Bestimmungen des vorhergehenden Absatzes verkündigt.

3. Die Nichtannahme des Statutsentwurfes durch eine oder mehrere Provinzen in den in 
Paragraph 4 und 5 des vorhergehenden Absatzes vorgesehenen Fällen hindert die übrigen 
nicht an der Konstituierung der geplanten Autonomen Gemeinschaft in der Form, die das im 
ersten Absatz dieses Artikels vorgesehene Organgesetz bestimmt.

Artikel 152.  
1. In den gemäß der in Artikel 151 beschriebenen Verfahrens-weise gebilligten Statuten 

stützt sich die autonome institutionelle Organisation auf eine gesetzgebende Versammlung, 
die nach einem Verhältniswahlsystem, das außerdem die Vertretung der verschie-denen 
Gebietszonen gewährleistet, aus allgemeinen Wahlen her-vorgegangen ist, einen 
Regierenden Rat mit exekutiven und administrativen Funktionen sowie einen Präsidenten, 
den die Versammlung unter ihren Mitgliedern wählt und den der König ernennt. Dem 
Präsidenten obliegt die Leitung des Regierenden Rates, die höchste Vertretung der 
betreffenden Gemeinschaft und die ordentliche Vertretung des Staates in derselben. Der 
Präsident und die Mitglieder des Regierenden Rates sind der Versammlung politisch 
verantwortlich.

Ein Hoher Gerichtshof ist, ungeachtet der dem Obersten Gerichtshof zustehenden 
Jurisdiktion, höchste Instanz der Gerichtsbarkeit im territorialen Bereich der Autonomen 
Gemeinschaft. In den Statuten der Autonomen Gemeinschaften können die Voraussetzungen 
und Formen der Beteiligung derselben an der Organisation der gerichtlichen Abgrenzungen 
des Gebietes vorgesehen werden, und zwar in Übereinstimmung mit dem Organgesetz über 
die rechtsprechende Gewalt und innerhalb der Einheitlichkeit und Unabhängigkeit derselben. 
Unbeschadet der Bestimmungen von Art. 123 erschöpfen sich gegebenenfalls die 
aufeinanderfolgenden prozessualen Instanzen gegenüber gerichtlichen Organen, die im 
gleichen Gebiet der Autonomen Gemeinschaft wie das in erster Instanz zuständige Organ 
gelegen sind.

2. Nach Billigung und Verkündigung der entsprechenden Statuten können diese nur im 
Wege der von ihnen selbst festgelegten Verfahrensweisen und mittels Volksabstimmung 
unter den in den entsprechenden Wählerlisten geführten Bürgern geändert werden.

3. Durch den Zusammenschluss aneinandergrenzender Gemeinden können die Statuten 
eigene Gebietskreise schaffen, die volle Rechtspersönlichkeit besitzen.

Artikel 153.  
Die Kontrolle der Tätigkeit der Organe der Autonomen Gemeinschaften wird wie folgt 

ausgeübt:
a) vom Verfassungsgericht die der Verfassungsmäßigkeit ihrer rechtskräftigen normativen 

Bestimmungen;
b) von der Regierung nach erfolgtem Gutachten seitens des Staatsrates die der 

übertragenen Funktionen, auf welche sich Art. 150 Abs. 2 bezieht;
c) von der Verwaltungsgerichtsbarkeit die der autonomen Verwaltung und ihrer 

Satzungsnormen;
d) vom Rechnungshof die von Wirtschaft und Haushalt.

Artikel 154.  
Ein von der Regierung ernannter Delegierter leitet die Staatsverwaltung im Gebiet der 

Autonomen Gemeinschaft und koordiniert sie gegebenenfalls mit der Verwaltung der 
Gemeinschaft.

Artikel 155.  
1. Wenn eine Autonome Gemeinschaft die ihr von der Verfassung oder anderen 

Gesetzen auferlegten Verpflichtungen nicht erfüllt oder so handelt, dass ihr Verhalten einen 
schweren Verstoß gegen das allgemeine Interesse Spaniens darstellt, so kann die Regierung 
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nach vorheriger an den Präsidenten der Autonomen Gemeinschaft gerichteten Aufforderung, 
und falls dieser nicht Folge geleistet wird, mit Billigung der absoluten Mehrheit des Senates 
die erforderlichen Maßnahmen ergreifen, um die Autonome Gemeinschaft zu der 
zwangsweisen Erfüllung dieser Verpflichtungen anzuhalten oder um das erwähnte Interesse 
der Allgemeinheit zu schützen.

2. Zum Zwecke der Ausführung der in Absatz 1 vorgesehenen Maßnahmen kann die 
Regierung allen Behörden der Autonomen Gemeinschaften Weisungen erteilen.

Artikel 156.  
1. Die Autonomen Gemeinschaften genießen, gemäß den Grundsätzen der Koordination 

mit der staatlichen Finanzverwaltung und der Solidarität zwischen allen Spaniern, bei der 
Entfaltung und Ausübung ihrer Zuständigkeiten finanzielle Autonomie.

2. Die Autonomen Gemeinschaften können entsprechend den Gesetzen und Statuten bei 
der Erhebung und Eintreibung der Staatssteuern als Delegierte oder Mitarbeiter des Staates 
auftreten.

Artikel 157.  
1. Die Mittel der Autonomen Gemeinschaften setzen sich zusammen aus.
a) ganz oder teilweise vom Staat überlassenen Steuern; Staatssteueraufschlägen und 

anderen Anteilen an den Einnahmen des Staates;
b) ihren eigenen Steuern, Gebühren und Sonderabgaben;
c) Überweisungen aus einem interterritorialen Ausgleichsfonds und anderen zu Lasten 

des Staatshaushalts gehenden Zuwendungen;
d) aus ihrem Vermögen stammenden Erträgen und privatrechtlichen Einnahmen;
e) dem Erlös aus den Kreditgeschäften.
2. Die Autonomen Gemeinschaften können keinesfalls Maßnahmen über die 

Besteuerung von außerhalb ihres Gebiets befindlichen Gütern treffen oder solche, die eine 
Behinderung des freien Verkehrs von Waren oder Diensten bedeuten.

3. Mittels Organgesetz können die Ausübung der im vorstehenden Absatz 1 aufgezählten 
finanziellen Zuständigkeiten, die Normen für die Lösung möglicher Konflikte und die 
verschiedenen Formen der finanziellen Zusammenarbeit zwischen den Autonomen 
Gemeinschaften und dem Staat geregelt werden.

Artikel 158.  
1. Im Staatshaushalt kann den Autonomen Gemeinschaften entsprechend dem Umfang 

der von ihnen übernommenen staatlichen Dienste und Tätigkeiten und zur Garantie eines 
Mindestleistungsstandes der grundlegenden öffentlichen Dienste im ganzen spanischen 
Gebiet eine Zuwendung gewährt werden.

2. Mit dem Zwecke des Ausgleichs von interterritorialen wirtschaftlichen 
Unausgewogenheiten und der effektiven Verwirklichung des Solidaritätsprinzips wird ein 
Ausgleichsfonds für Investitionsausgaben eingerichtet, dessen Mittel von den Cortes 
Generales unter den Autonomen Gemeinschaften und gegebenenfalls den Provinzen 
aufgeteilt werden.

TITEL IX
Das Verfassungsgericht

Artikel 159.  
1. Das Verfassungsgericht setzt sich aus zwölf Mitgliedern zusammen, die vom König 

ernannt werden, und zwar vier von ihnen auf Vorschlag des Kongresses mit 3/5-Mehrheit 
seiner Mitglieder, vier auf Vorschlag des Senats bei gleicher Mehrheit, zwei auf Vorschlag der 
Regierung und zwei auf Vorschlag des Allgemeinen Rates der rechtsprechenden Gewalt.
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2. Die Mitglieder des Verfassungsgerichtes müssen unter Kollegialrichtern, 
Staatsanwälten, Universitätsprofessoren, Staats-beamten und Rechtsanwälten ausgewählt 
werden, und alle müs-sen anerkannt kompetente Juristen mit mehr als fünfzehnjähriger 
Berufserfahrung sein.

3. Die Mitglieder des Verfassungsgerichtes werden für einen Zeitraum von neun Jahren 
ernannt, und ein Drittel von ihnen wird alle drei Jahre erneuert.

4. Die Mitgliedschaft am Verfassungsgericht ist unvereinbar mitjeder Art von 
repräsentativem Mandat, mit politischen oder Verwaltungsämtern, mit der Ausübung einer 
leitenden Funktion in einer politischen Partei oder einer Gewerkschaft und mit einer 
Anstellung bei denselben, mit der Ausübung der Richter oder Staatsanwaltslaufbahn sowie 
mit jeder Art beruflicher oder gewerblicher Tätigkeit.

Darüber hinaus unterstehen die Mitglieder des Verfassungsgerichtes den gleichen 
Unvereinbarkeiten, die für alle Mitglieder der rechtsprechenden Gewalt gelten.

5. Die Mitglieder des Verfassungsgerichtes sind unabhängig und unabsetzbar bei der 
Ausübung ihres Mandats.

Artikel 160.  
Der Präsident des Verfassungsgerichtes wird auf Vorschlag des Plenums, das ihn unter 

den Mitgliedern auswählt, und für den Zeit-raum von drei Jahren vom König ernannt.

Artikel 161.  
1. Das Verfassungsgericht ist für das gesamte spanische Gebiet zuständig und besitzt 

Entscheidungsbefugnis in folgenden Fällen:
a) Verfassungsbeschwerden wegen Verfassungswidrigkeit von Gesetzen und 

rechtskräftigen normativen Bestimmungen. Die Erklärung der Verfassungswidrigkeit einer 
Rechtsnorm mit Gesetzesrang, die von der Rechtsprechung ausgelegt worden ist, besitzt 
Wirkung auf letztere; ergangene Entscheidungen verlieren jedoch nicht den Wert einer 
rechtskräftig entschiedenen Sache.

b) Verfassungsbeschwerden wegen Verletzung der in Artikel 53.2 dieser Verfassung 
enthaltenen Rechte und Freiheiten (recurso de amparo), und zwar in den vom Gesetz 
vorgesehenen Fällen und Formen.

c) Zuständigkeitskonflikte zwischen dem Staat und den Autonomen Gemeinschaften oder 
zwischen letzteren.

d) In den übrigen Materien, die ihm von der Verfassung oder den Organgesetzen 
zugeschrieben werden.

2. Die Regierung kann die Bestimmungen und Beschlüsse der Autonomen 
Gemeinschaften vor dem Verfassungsgericht anfechten. Die Anfechtung führt zur Aufhebung 
der Bestimmung oder des Beschlusses, jedoch muss das Gericht diese gegebenenfalls 
innerhalb einer Frist von höchstens fünf Monaten ratifizieren oder annullieren.

Artikel 162.  
1. Ermächtigt sind:
a) für die Einlegung der Verfassungsbeschwerde der Regierungspräsident, der 

Volksverteidiger, fünfzig Abgeordnete, fünfzig Senatoren, die ausführenden Kollegialorgane 
der Autonomen Gemeinschaften und gegebenenfalls die Versammlungen derselben;

b) für die Einbringung der Verfassungsbeschwerde wegen Verletzung von Rechten und 
Freiheiten (recurso de amparo) alle natürlichen oder juristischen Personen, die ein legitimes 
Interesse anführen, sowie der Volksverteidiger und die Staatsanwaltschaft.

2. In den übrigen Fällen bestimmt ein Organgesetz die legitimierten Personen und 
Organe.

Artikel 163.  
Wenn ein rechtsprechendes Organ in einem Verfahren der Ansicht ist, dass eine auf den 

entsprechenden Fall anwendbare Norm mit Gesetzesrang, von deren Gültigkeit der 
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Urteilsspruch abhängt, verfassungswidrig sein könnte, bringt es die Frage vor das 
Verfassungsgericht, und zwar gemäß den Voraussetzungen, in der Form und mit den 
Auswirkungen, die das Gesetz vorsieht und die keinesfalls aufhebenden Charakter haben 
können.

Artikel 164.  
1. Die Urteile des Verfassungsgerichtes werden zusammen mit den eventuellen 

abweichenden Stimmen im offiziellen Staatsanzeiger (Boletín Oficial del Estado) 
veröffentlicht. Sie haben vom Tage nach ihrer Veröffentlichung an den Wert einer 
rechtskräftig entschiedenen Sache, und Einsprüche gegen sie sind unzulässig. Urteile, 
welche die Verfassungswidrigkeit eines Gesetzes oder einer rechtskräftigen Norm erklären, 
und alle die, welche sich nicht auf die subjektive Einschätzung eines Rechtes beschränken, 
sind gegenüber allen voll wirksam.

2. Die Gültigkeit des Gesetzes in dem von der Verfassungswidrigkeit nicht betroffenen 
Teil wird gewahrt, es sei denn, dass der Urteilsspruch etwas anderes verfügt.

Artikel 165.  
Ein Organgesetz regelt die Tätigkeit des Verfassungsgerichtes, das Statut seiner 

Mitglieder, das vor diesem Gericht anzuwendende Verfahren und die Bedingungen für die 
Einbringung von Klagen.

TITEL X
Die Verfassungsreform

Artikel 166.  
Die Initiative zur Verfassungsreform wird gemäß den Bestimmungen von Art. 87, Absatz 

1 und 2 vorgenommen.

Artikel 167.  
1. Die Vorschläge zur Verfassungsreform müssen durch eine Mehrheit von 3/5 der 

Abgeordneten jeder der Kammern gebilligt werden. Wenn es zu keinem Einvernehmen 
zwischen ihnen kommt, wird die Erreichung desselben mittels Gründung eines paritätisch aus 
Abgeordneten und Senatoren bestehenden Auschusses versucht, der einen von beiden 
Kammern zu beschließenden Text vorlegt.

2. Wenn die Billigung im Wege der in Abs. 1 festgelegten Verfahrensweise nicht zustande 
kommt, und vorausgesetzt, dass der Text von der absoluten Mehrheit des Senats 
angenommen ist, so kann der Kongress die Verfassungsreform mit 2/3-Mehrheit billigen.

3. Nach Billigung der Reform durch die Cortes Generales wird diese zur Ratifizierung 
einer Volksabstimmung unterworfen, wenn innerhalb von 15 Tagen nach der Billigung ein 
entsprechender Antrag von einem Zehntel der Mitglieder einer der beiden Kammern vorliegt.

Artikel 168.  
1. Im Falle des Vorschlags der Gesamtrevision der Verfassung oder einer Teilrevision 

derselben, die sich auf den Vortitel, auf Titel I, KAPITEL II, Abschnitt 1 oder auf Titel II 
bezieht, muss ihre prinzipielle Billigung durch 2/3-Mehrheit jeder der Kammern sowie die 
sofortige Auflösung der Cortes erfolgen.

2. Die neugewählten Kammern haben den Beschluss zu ratifizieren und den neuen 
Verfassungstext zu erörtern, der mit 2/3-Mehrheit beider Kammern gebilligt werden muss.

3. Nach Billigung der Reform durch die Cortes Generales wird sie zur Ratifizierung einem 
Referendum unterworfen.

Artikel 169.  
Die Verfassungsreform kann in Kriegszeiten oder während der Dauer eines der in Artikel 

116 vorgesehenen Zustände nicht eingeleitet werden.
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ZUSATZBESTIMMUNGEN

Erste.  
Die Verfassung schützt und achtet die historischen Rechte der Foralgebiete.
Die allgemeine Anpassung dieser Foralordnung wird gegebenenfalls im Rahmen der 

Verfassung und der Autonomiestatuten vorgenommen.

Zweite.  
Die in Artikel 12 dieser Verfassung enthaltene Volljährigkeitserklärung beeinträchtigt nicht 

die im privatrechtlichen Bereich von den Foralrechten geschützten Situationen.

Dritte.  
Die Änderung der Wirtschafts- und Steuerordnung des Kanarischen Archipels bedarf 

eines vorherigen Berichtes seitens der Autonomen Gemeinschaft oder gegebenenfalls des 
provisorischen autonomen Organs.

Vierte.  
In den Autonomen Gemeinschaften, in denen sich mehr als ein Oberlandesgericht 

befindet, können die entsprechenden Autonomiestatuten die bestehenden beibehalten und 
gemäß den Bestimmungen des Organgesetzes über die rechtsprechende Gewalt und 
innerhalb der Einheitlichkeit und Unabhängigkeit derselben eine Kompetenzverteilung 
vornehmen.

ÜBERGANGSBESTIMMUNGEN

Erste.  
In den Gebieten mit provisorischer Autonomie können ihre obersten Kollegialorgane 

durch absoluten Mehrheitsbeschluss ihrer Mitglieder die in Art. 143, Abs. 2 den 
Provinzialräten oder den interinsularen Organen zuerkannte Initiative selbst übernehmen.

Zweite.  
Die Gebiete, in denen in der Vergangenheit Autonomiestatutenentwürfe durch 

Volksabstimmung gebilligt wurden, und die zum Zeitpunkt der Verkündigung dieser 
Verfassung eine provisorische Autonomie genießen, können unverzüglich in der in Art. 148 
Abs. 2 festgelegten Form vorgehen, wenn ihre obersten vorAutonomen Kollegialorgane dies 
mit absoluter Mehrheit beschließen; gleichzeitig muss die Regierung darüber informiert 
werden. Der statutenentwurf wird gemäß den Bestimmungen von Art. 151 Nr. 2 auf 
Einberufung des vorautonomen Organs hin ausgearbeitet.

Dritte.  
Die in Art. 145 Absatz 2 vorgesehene Initiative des Autonomieprozesses seitens der 

lokalen Körperschaften oder ihrer Mitglieder gilt bis zur Abhaltung der ersten Lokalwahlen 
nach Inkrafttreten der Verfas-sung mit voller Wirkung als aufgeschoben.

Vierte.  
1. Im Falle von Navarra und zum Zwecke seiner Eingliederung in den Allgemeinen Rat 

des Baskenlandes oder in die diesen ersetzende baskische Autonomieordnung obliegt die 
Initiative, entgegen den Bestimmungen des Artikels 143 der Verfassung, dem zuständigen 
Foralorgan, das die Entscheidung durch Mehrheitsbeschluss seiner Mitglieder trifft. Für die 
Gültigkeit dieser Initiative ist außerdem die Ratifizierung der Entscheidung des zuständigen 
Foralorgans durch ein ausdrücklich hierzu einberufenes Referendum mit der Mehrheit der 
gültig abgegebenen Stimmen erforderlich.
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2. Wenn die Initiative keinen Erfolg hat, kann sie nur in einer anderen Mandatsperiode 
des zuständigen Foralorgans und in jedem Fall nach Ablauf der in Art. 143 festgelegten 
Mindestfrist wiederholt werden.

Fünfte.  
Die Städte Ceuta und Melilla können sich als Autonome Gemeinschaften konstituieren, 

wenn die entsprechenden Gemeindevertretung-en dies mit absoluter Mehrheit ihrer 
Mitglieder beschließen und es von den Cortes Generales gemäß den Bestimmungen von Art. 
144 mittels Organgesetz genehmigt wird.

Sechste.  
Wenn dem Verfassungsausschuss des Kongresses mehrere Statutenentwürfe vorgelegt 

werden, sind diese nach der Reihenfolge ihres Eingangs zu begutachten; die Frist von zwei 
Monaten, auf die Art. 151 verweist, zählt von dem Moment an, in dem der Ausschuss die 
Erörterung des Entwurfes oder der nachfolgend vorgelegten Entwürfe beendet hat.

Siebte.  
Die provisorischen Autonomieorgane gelten in folgenden Fällen als aufgelöst:
a) nach Konstituierung der Organe, die in den gemäß dieser Verfassung gebilligten 

Autonomiestatuten vorgesehen sind;
b) im Falle, dass die Initiative des Autonomieprozesses wegen Nichterfüllung der in Art. 

145 vorgesehenen Bedingungen keinen Erfolg hat;
c) wenn das Organ im Laufe von drei Jahren das ihm in der ersten 

Übergangsbestimmung zugestandene Recht nicht ausgeübt hat.

Achte.  
1. Die Kammern, welche die vorliegende Verfassung gebilligt haben, übernehmen nach 

Inkrafttreten derselben die Funktionen und Kompetenzen, die darin dem Kongress und dem 
Senat zugewiesen sind; in keinem Fall verlängert sich ihr Mandat über den 15. Juni 1981 
hinaus.

2. Bezüglich der in Art. 99 enthaltenen Bestimmungen gilt die Verkündigung der 
Verfassung als verfassungsmäßige Voraussetzung für die Anwendung dieser Bestimmungen. 
Zu diesem Zweck beginnt mitder Verkündigung eine Frist von dreißig Tagen, innerhalb 
welcher die Anwendung der Bestimmungen des genannten Artikels zu erfolgen hat.

Innerhalb dieser Frist kann der gegenwärtige Regierungspräsident, der die für dieses Amt 
in der Verfassung vorgesehenen Funktionen und Kompetenzen übernimmt, entweder von der 
ihm in Art. 115 zugestan-denen Befugnis Gebrauch machen oder durch seinen Rücktritt die 
Anwendung der Bestimmungen des Artikels 99 herbeiführen; in letzte-rem Fall verbleibt er in 
der in Art. 101 Abs. 2 vorgesehenen Lage.

3. Im Falle der gemäß Artikel 115 vorgesehenen Auflösung, und wenn die Bestimmungen 
von Art. 68 und 69 nicht gesetzmäßig ausgeführt worden sind, gelangen bei den Wahlen die 
zuvor gültigen Normen zur Anwendung. Die einzigen Ausnahmen sind hinsichtlich der 
Unwählbarkeiten und Unvereinbarkeiten die direkte Anwendung der Bestimmung von Art. 70, 
Ende von Absatz lb), sowie die Ausführung der Bestimmungen dieser Verfassung über das 
Wahlalter und der in Art. 69,3 enthaltenen Verfügungen.

Neunte.  
Drei Jahre nach der Erstwahl der Mitglieder des Verfassungsgerichtes wird eine Gruppe 

von vier Mitgliedern derselben Wahlherkunft durch das Losverfahren zum Rücktritt veranlasst 
und eine entsprechende Erneuerung vorgenommen. Nur zu diesem Zweck gelten als Gruppe 
derselben Wahlherkunft die zwei auf Vorschlag der Regierung und die zwei auf Vorschlag 
des Allgemeinen Rates des rechtsprechenden Gewalt ernannten Mitglieder. Nach weiteren 
drei Jahren wird das gleiche Ver-fahren zwischen den beiden von der zuvor durchgeführten 
Auslosung nicht betroffenen Gruppen angewandt. Von diesem Zeitpunkt an wird die 
Bestimmung von Art. 159,3 eingehalten.
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AUFHEBENDE BESTIMMUNG
1. Das Gesetz 1/1977 vom 4. Januar über die Politische Reform gilt als aufgehoben: 

ebenso, und soweit sie nicht schon durch das vorerwähnte Gesetz aufgehoben wurden, das 
Gesetz über die Prinzipien der Nationalen Bewegung vom 17. Mai 1958, der «Fuero de los 
Españoles» vom 17. Juli 1945, der «Fuero del Trabajo» vom 9. März 1938, das Gesetz über 
die Konstituierung der Cortes vom 17. Juli 1942, sowie das Gesetz über die Nachfolge in der 
Staatsführung vom 26. Juli 1947, Gesetze, die alle durch das Organgesetz des Staates (Ley 
Orgánica del Estado) vom 10. Januar 1967 abgeändert wurden, das ebenso wie das Gesetz 
über die Volksabstimmung (Ley de Referéndum Nacional) vom 22. Oktober 1945 als 
aufgehoben gilt.

2. Soweit das Gesetz vom 25. Oktober 1839 noch irgendeine Gültigkeit haben könnte, gilt 
es bezüglich der Provinzen Alava, Guipuzcoa und Vizcaya als endgültig aufgehoben.

In gleicher Weise gilt das Gesetz vom 21. Juli 1876 als endgültig aufgehoben.
3. Ebenso werden alle den Bestimmungen dieser Verfassung zuwiderlaufenden 

Verfügungen aufgehoben.

SCHLUSS BESTIMMUNG
Diese Verfassung tritt am Tage der Veröffentlichung ihres offiziellen Textes im «Boletin 

Oficial del Estado» in Kraft. Sie wird auch in den übrigen Sprachen Spaniens veröffentlicht.
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